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Solicitud información

luzmarina castellanos <luzmcastellanos.abogados@gmail.com>
Lun 13/07/2020 16:01

Para:  Juzgado 84 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

2 archivos adjuntos (175 KB)

Poder Leopoldo Soto Arenas J84..pdf; Memorial Leopoldo Soto Arenas.pdf;

luzmarina
castellanos <luzmcastellanos.abogados@gmail.com>

15:51 (hace 8 minutos)

para jmpl84bt

Doctores buenas tardes,

Respetuosamente me permito solicitar informaciòn relativa al caso con radicado 2019-888
Adjunto poder para actuar y solicitud, conforme a lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020, para el uso de medios
digitales.

Agradezco su valiosa colaboraciòn. 

Cordialmente,

LUZ MARINA CASTELLANOS P.
Abogada Especializada
Conciliadora. 

Ad
jun
tos

mailto:luzmcastellanos.abogados@gmail.com




LUZ MARINA CASTELLANOS PACHÓN 
Abogada Especializada en Derecho Comercial y Financiero 

Conciliadora 

Carrera 70 G No. 100-21 Oficina 102 

Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com  

Tel: 3144149929 

Bogotá- Colombia 

 
 
Señores 
JUZGADO  OCHENTA Y CUATRO (84) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 
transformado transitoriamente    en JUZGADO 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIA MÚLTIPLE DE LA CIUDAD. 
Carrera 10 No. 19-65 Piso 5 
Email: cmpl84bt@cenjod.ramajudicial.gov.co  
 

Asunto:   Memorial 
Ref.:    2019-888 
Demandante: SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A. 
Demandado:  LEOPOLDO SOTO ARENAS   
 
 
LUZ MARINA CASTELLANOS P, actuando  en calidad de apoderada judicial del 
demandado, respetuosamente me permito solicitar al despacho información relativa 
al proceso de la referencia, para lo cual nos permitimos advertir: 
 
(i)  El señor Soto Arenas demandado dentro del proceso de la referencia es un 

adulto mayor que no cuenta con medios tecnológicos; 
 

(ii)  Desconoce el paradero de la persona a la cual le sirvió de fiador dentro del 
contrato de arrendamiento por el cual fue vinculado al presente proceso. 

 
(iii)  Hasta la fecha no ha participado de ninguna manera dentro del proceso 

porque no había otorgado poder a ninguna persona para ejercer su 
representación y la defensa de sus derechos; 

 
Por las manifestaciones hechas agradecemos nos sea informado al correo 
electrónico las actuaciones correspondientes, ya que en los últimos estados 
publicados en  la página web del Juzgado no se ve reflejado el proceso. 
 
Agradecemos su acostumbrada colaboración y anexamos poder para actuar y 
correo electrónico para efectos de notificaciones, teniendo en cuenta las 
instrucciones contenidas en el Decreto 806 del 4 de junio 2020. 
 
Del señor Juez, 
 
 

 
 
____________________________ 
LUZ MARINA CASTELLANOS P. 
C.C. No. 39.542.153 de Bogotá. 
T.P. No. 234129 del C.S. de la J. 
Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com  
 
 

mailto:luzmcastellanos.abogados@gmail.com
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Rama Judicial del Poder Público  
Juzgado Ochenta y Cuatro Civil Municipal de Bogotá D.C.  

Transformado transitoriamente en  
Juzgado 66 de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Bogotá   

 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de septiembre de dos mil veinte 

(2020). 

 

Rad. 11001-41-89-066-2019-00888-00 

 

Reconózcase a Justo Darío Ortiz Murcia como apoderado judicial 

de Pablo Augusto Fernández Sánchez, Leopoldo Soto Arenas y 

Policarpo Alvarado Ortiz, en los términos y para los fines conferidos en 

los poderes obrantes a folios 75, 112 y 110, respectivamente. 

 

Déjese constancia que atendiendo lo establecido en el artículo 

291 del CGP, Augusto Fernández Sánchez, Leopoldo Soto Arenas y 

Policarpo Alvarado Ortiz se notificaron personalmente del 

mandamiento de pago, el 31 de octubre, 1 y 8 de noviembre de 2019, 

respectivamente. (Folios 77, 78, y 111) 

 

Rechácese por extemporáneo el recurso de reposición 

formulado por Leopoldo Soto Arenas contra el mandamiento de pago, 

radicado en esta dependencia el 8 de noviembre de 2019.  

 

Finalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 76 

del CGP, y en vista del contenido de la comunicación electrónica 

recibida el 13 de julio de los cursantes, téngase por revocado el poder 

que Leopoldo Soto Arenas otorgó al Dr. Justo Darío Ortiz Murcia.  

 

Al paso de lo anterior, en vista del poder que se acompañó a 

dicha comunicación, reconózcase a la Dra. Luz Marina Castellanos 

Pachón como apoderada de Leopoldo Soto Arenas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE(2)1,  

 

 

Firmado Por: 

 

NATALIA ANDREA MORENO CHICUAZUQUE  

                                                           
1 Incluido en Estado N° 67, publicado el 21 de septiembre de 2020. 
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JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 84 CIVIL MUNICIPAL BOGOTÁ 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y 

el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

de6dc6d9524705c98a56ffc03b022f78345eab68d78262f9e32081608a710

deb 

Documento generado en 21/09/2020 04:37:59 a.m. 



 

Rama Judicial del Poder Público  
Juzgado Ochenta y Cuatro Civil Municipal de Bogotá D.C.  

Transformado transitoriamente en  
Juzgado 66 de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Bogotá   

 

Bogotá D.C., dieciocho (18) de septiembre de dos mil veinte 

(2020). 

 

Rad. 11001-41-89-066-2019-00888-00 

 

Procede el despacho a resolver el recurso de reposición que 

Pablo Augusto Fernández Sánchez y Policarpo Alvarado Torres 

formularon oportunamente contra el auto de 10 de julio de 2019, a 

través del cual se libró mandamiento de pago en el presente asunto.  

 

ANTECEDENTES 

 

Los mencionados ejecutados, a través de apoderado judicial, 

formularon recurso de reposición contra la orden de pago, aduciendo, 

de un lado, la incapacidad o indebida representación del 

demandante y, de otro, la ineptitud de la demanda por falta de 

requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones.  

 

De manera general, adujo el togado que la entidad ejecutante 

es un tercero ajeno a la contratación que originó los cánones de 

arrendamiento que se ejecutan, quien, valga precisar, adquirió los 

derechos en virtud de una subrogación que, en su criterio, es de 

carácter convencional, luego, a la luz de lo establecido en el artículo 

1669 del Código Civil, esta se rige por las reglas de una cesión de 

derechos, sin que se hubiese acreditado el lleno de los requisitos 

exigidos para el efecto, en tanto no se identificó plenamente al 

cesionario, no se señaló cuál es su número de identificación tributaria, 

quién ejercía como representante legal de aquella, y además de ello, 

tampoco se indicó la fecha de la creación de tal cesión. Finaliza su 

intervención indicando que la cesión de derechos, según lo advierte el 

artículo 1961 de la misma codificación no produce efectos contra el 

deudor mientras no le haya sido notificada, supuesto que en el presente 

caso no se acreditó.  

 

CONSIDERACIONES  
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Con el fin de resolver los alegatos del impugnante, necesario es 

recordar que en el ordenamiento procesal existe multiplicidad de 

medios de defensa y contradicción de los que las partes pueden 

valerse para ejercer en debida forma la protección de sus intereses.   

 

Los recursos, son medios de impugnación con los que cuentan la 

totalidad de los extremos procesales y tiene como finalidad la 

enmienda o corrección de una providencia que el juez haya emitido 

sin observar la ritualidad que para el efecto le impone la legislación 

sustancial o procesal.  

 

Adicionalmente, en los procesos ejecutivos, el recurso de 

reposición es el mecanismo de defensa con el que el ejecutado cuenta 

para, de un lado, cuestionar los requisitos formales del título, y de otro, 

alegar cualquier hecho que estime dé lugar a la configuración de una 

excepción previa.  

 

Al respecto, inciso segundo del artículo 430 del C.G.P., establece 

que “los requisitos formales del título ejecutivo solo podrán discutirse 

mediante recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo” 

pues, “no se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título 

que no se haya planteado por medio de dicho recurso”.  A la par, el 

artículo 269 del C.G.P., indica que, “La parte a quien se atribuya un 

documento, afirmándose que está suscrito o manuscrito por ella, podrá 

tacharlo de falso en la contestación de la demanda, si se acompañó 

a esta, y en los demás casos, en el curso de la audiencia en que se 

ordene tenerlo como prueba”.  

 

Por su parte, las excepciones de mérito, son otro medio de 

defensa predicable única y exclusivamente del extremo que se 

convoca a juicio y a través del cual se pretende derribar las 

pretensiones que en su contra se han elevado, y cuya resolución debe 

realizarse en la sentencia, una vez se agoten las etapas establecidas 

para el efecto, en especial la etapa probatoria.  

 

En el presente caso, el extremo recurrente, por vía de reposición, 

manifiesta que el mandamiento de pago debe ser revocado toda vez 

que, en su criterio, no se allegaron los documentos necesarios para 

acreditar que la subrogación efectuada a favor de la entidad 

aseguradora surta efecto en contra de los aquí ejecutados. De esa 

manera, estima acreditadas las excepciones previas de incapacidad 

o indebida representación del demandante y, de otro, la ineptitud de 

la demanda por falta de requisitos formales.  
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Sin embargo, basta con verificar los argumentos elevados por 

recurrente para concluir la improsperidad del medio de impugnación 

estudiado, pues sus alegatos en realidad están dirigidos a desvirtuar las 

pretensiones que en su contra se elevan, pero de ningún modo tiene 

como fin poner en evidencia algún error que dé lugar a configurar una 

excepción previa. 

 

Téngase en cuenta que el documento visto a folio 2 cumple con 

los requisitos exigidos por el artículo 422 del CGP, según el cual, podrá 

demandarse por la vía ejecutiva el pago de obligaciones claras, 

expresas y exigibles que consten en documento que provenga del 

deudor y que constituyan plena prueba en su contra.  

 

Elementos que, en principio, se encuentran satisfechos en el 

contrato de arrendamiento adjunto a la presente demanda, pues de 

aquel se desprende que Pablo Fernández Sánchez, Policarpo Alvarado 

Torres y Leopoldo Soto Arenas se obligaron a cancelar a favor de 

Orosco & Laverde Cía Ltda. los cánones mensuales que generaba el 

arrendamiento del local 1 Ubicado en la Calle 59 Nª 17-32 de esta 

ciudad. Siendo del caso aclarar que i) en virtud del contrato de seguros 

celebrado entre Seguros Comerciales Bolívar S.A. y Orosco & Laverde 

Cía Ltda. y ii) el pago que la aseguradora realizó a favor de la entidad 

arrendadora, esta le  subrogó los derechos derivados del 

arrendamiento a la entidad aseguradora.  

 

Ahora bien, ha de aclararse al extremo recurrente que los hechos 

que aquel alega, en realidad están destinados a cuestionar la 

legitimación en la causa por activa, lo que valga decir, constituye un 

debate de orden sustancial que amerita un pronunciamiento de fondo 

en la sentencia. Por su parte, la excepción previa de incapacidad o 

indebida representación del demandante, están encaminados a 

desvirtuar la capacidad de las partes para ser llamadas a juicio, por la 

insatisfacción de los presupuestos que el artículo 53 del CGP, establece 

para que una persona – natural o jurídica- pueda ser parte dentro de 

una actuación judicial. 

 

De esa manera, no es viable confundir, la falta de legitimación 

en la causa, en cualquiera de sus modalidades, con la capacidad para 

ser parte en una actuación judicial, pues mientras la primera tiene 

como finalidad poner en duda el derecho que tiene una de las partes 

para exigir el pago de una obligación  o ser llamada al pago, la 

segunda tiene como propósito acreditar que el demandante, no 

acreditó en debida forma su capacidad para intervenir en la 

actuación, supuesto, que valga decir, en caso de que se hubiese 
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presentado, habría podido subsanarse en los términos del numeral 3 del 

artículo 101 del CGP.  

 

Frente a este punto, la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotà, 

en providencia emitida el 30 de marzo de 2012 dentro del expediente 

110013103009-2010-00334-02 indicó lo siguiente:  

 

“Recuérdase que la legitimación en la causa no es 

presupuesto procesal sino un fenómeno sustancial, que 

incumbe a la pretensión y que en tratándose de un proceso 

de ejecución no se refiere a las condiciones formales del 

título ejecutivo, ya que como dice Chiovenda, según 

concepto acogido por la Corte Suprema de Justicia, "la 

legitimatio ad causam consiste en la identidad de la 

persona del actor con la persona a la cual la ley concede 

la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona 

del demandado con la persona contra la cual es 

concedida la acción (legitimación pasiva)" , y por eso ante 

la discusión que se presente respecto de la ausencia de 

legitimación en cualquiera de las partes, requiérese un 

debate jurídico y probatorio que es menester resolver 

mediante sentencia, con el fin de superar o aclarar la duda 

que haya al respecto”. 

 

Visto de ese modo el asunto, evidente es la improsperidad del 

recurso de reposición formulado, razón por la cual se ordenará a 

secretaría que contabilice el término con el que cuentan los 

demandados para formular excepciones de mérito, advirtiendo que 

una vez finalizada la oportunidad pertinente se impartirá el trámite que 

en derecho corresponda a la excepción aquí invocada, la que valga 

insitir, constituye un alegato de orden sustancial y no procesal. 

  

 En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sesenta y Seis de Pequeñas 

Causas y Competencias Múltiples de Bogotá, RESUELVE:  

 

PRIMERO: NO REPONER el auto emitido el 10 de julio de 2019, a 

través del cual se libró mandamiento de pago en el presente asunto.  

 

SEGUNDO: Por secretaría, contabilícese el término con el que 

cuentan los demandados para formular excepciones de mérito. 

 

TERCERO: ADVERTIR que a los alegatos invocados por los 

demandados Pablo Augusto Fernández Sánchez y Policarpo Alvarado 

Torres, tendientes a desvirtuar la legitimación en la causa por activa, se 

les dará el trámite de excepción de fondo, una vez finalice el término 

establecido en el numeral segundo de este proveído  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE(2)1,  

 

 

Firmado Por: 

 

NATALIA ANDREA MORENO CHICUAZUQUE  

JUEZ MUNICIPAL 

JUZGADO 84 CIVIL MUNICIPAL BOGOTÁ 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta 

con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y 

el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

38dc38d610ffa760ee071051e8a342f35245cea4391395545433cbc59f692

424 

Documento generado en 21/09/2020 04:37:41 a.m. 

                                                           
1 Incluido en Estado N° 67, publicado el 21 de septiembre de 2020. 
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2019-888 Memorial Excepciones

luzmarina castellanos <luzmcastellanos.abogados@gmail.com>
Lun 28/09/2020 17:12

Para:  Juzgado 84 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

6 archivos adjuntos (1 MB)

Excepciones de merito 2018-888.pdf; Solicitud Alcaldia Teusaquillo.(v.01).pdf; Poder Leopoldo Soto Arenas J84..pdf; Imagen
Notificacion .jpg; Imagen No. 02 Alcaldia Teusaquillo (v.02).jpg; Imagen Alcaldia (v.03) .jpg;

Doctores buenas tardes,

De la manera más atenta me permito adjuntar excepciones de mérito, estando dentro
del término legal, correspondiente al Rad. 2019-888 

Cordialmente,

LUZ MARINA CASTELLANOS P.
Abogada Especializada
Conciliadora. 











LUZ MARINA CASTELLANOS PACHÓN 

Abogada Especializada en Derecho Comercial y Financiero 

Conciliadora. 

Carrera 70 G No. 100-21 Oficina 102 

Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com 

Tel. 3144149929 

Bogotá- Colombia  

 

 

Bogotá, D.C. Septiembre de 2020  

 

 

ALCALDIA LOCAL DE TEUSAQUILLO 

YULY ESMERALDA HERNANDEZ SILVA 

Alcaldesa Local de Teusaquillo 

Email: cdi.teusaquiillo@gobiernobogota.gov.co  

Ciudad.-  

 

Asunto: SOLICITUD COPIA RESOLUCIÓN No. 0188 de 30 de marzo de 2012 

Rad. No. 20161330053051 

 

Respetados señores; 

 

De la manera más atenta me permito solicitar ante su despacho copia de la orden 

impartida en la resolución  No. 0188 de 30 de marzo de 2012, confirmada por el 

consejo de Justicia mediante auto No. 246 del 14-05-2015, mediante el cual se 

materializo el cierre definitivo del establecimiento de comercio “RESTAURANTE MI 

PERU”,  La anterior petición está basada en: 

 

Primero: la urgencia de aportar copia de la mencionada resolución  al  JUZGADO 

84 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ Transformado transitoriamente en el Juzgado 66 

de pequeñas causas y Competencia múltiple de Bogotá, para determinar la fecha 

exacta  del cierre definitivo del establecimiento de comercio por parte de este 

despacho; 

 

Segundo: A partir de esta fecha establecer los cánones de arrendamiento que 

reclama la aseguradora SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A, a los arrendatarios 

del inmueble ubicado en la Calle 59 No. 17-32 de la ciudad de Bogotá, donde 

funge como arrendatario y propietario el señor Pablo Augusto Fernández Sánchez, 

y mi representado el señor LEOPOLDO SOTO ARENAS, en calidad de arrendatario 

junto con otras personas; 

 

Tercero: Como apoderada del señor LEOPOLDO SOTO ARENAS, me permito 

adjuntar poder otorgado, para adelantar la representación judicial del proceso 

ejecutivo que cursa en el Juzgado 84 Civil Municipal, identificado con Radicado 

2019-888;  

 

Agradecemos  de antemano su atención y colaboración a la presente solicitud. 

 

Cordialmente, 

 

 
______________________________ 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. 

C.C. No. 39.542.153 de Bogotá 

T.P. No. 234129 del C.S. de la J. 

 

Para efectos de notificaciones: CARRERA 70 G No. 100-21, Cel. 3144149929- email: 

luzmcastellanos.abogados@gmail.com. 
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LUZ MARINA CASTELLANOS PACHÓN 

Abogada Especializada en Derecho Comercial y Financiero 

Conciliadora. 

Carrera 70 G No. 100-21 Oficina 102 

Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com 

Tel. 3144149929 

Bogotá- Colombia  

 

 

 

 

 

Señores 

JUZGADO 84 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ Transformado transitoriamente 

en el Juzgado 66 de pequeñas causas y Competencia múltiple de Bogotá.  

Email: cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

RAD.:   2019-888 

Demandante:  SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A. 

Demandado:  LEOPOLDO SOTO ARENAS  

Asunto:  EXCEPCIONES DE MERITO 

 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. domiciliada y residente en Bogotá identificada con 

cedula de ciudadanía No. 39.542.153 de Bogotá, obrando en mi calidad de 

apoderada judicial del señor LEOPOLDO SOTO ARENAS, según poder especial a mi 

conferido, por medio del presente escrito me permito dentro del término de 

traslado a la notificación del mandamiento de pago, de conformidad con el 

numeral 1º del artículo 442 del Código General del Proceso, proponer las 

siguientes excepciones  de mérito, con el fin de que se sirva mediante sentencia 

hacer las siguientes: 

 

DECLARACIONES: 

 

1. Declarar probada la excepción de desequilibrio económico en los 

contratos bilaterales  

2. Declarar probada la excepción de falta de buena fe que se debe 

mantener en los contratos bilaterales. 

3. Declarar probada la excepción de fuerza mayor y caso fortuito por 

imposibilidad de llevar a cabo el objeto para el cual fue suscribió el 

contrato de arrendamiento. 

4. Como consecuencia de la anterior, declarar terminado el proceso, 

ordenando su archivo. 

5. Decretar el levantamiento de las medidas cautelares que pesan 

sobre los bienes embargados y secuestrados. 

6. Condenar al pago de los perjuicios sufridos con ocasión de la 

práctica de las medidas cautelares. 

7. Condenar en costas a la parte ejecutante. 

HECHOS 

 

El Contrato de Arrendamiento como título ejecutivo 

1. El contrato de arrendamiento suscrito entre la sociedad denominada 

OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA, en calidad de arrendadora, subrogada por 

la demandante SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A.,  que recae sobre el bien 

inmueble ubicado en la Calle 59 No. 17-32  y mi representado señor 

LEOPOLDO SOTO ARENAS, presento dificultades para la ejecución del mismo 

a partir del cierre definitivo e imposición de sellos por parte de la Alcaldía de 

Teusaquillo; 

2. Mediante Resolución No. 0188 del 30 de marzo de 2012, la Alcaldía Local de 

Teusaquillo, mediante Acto Administrativo exigió el cierre definitivo del 

mailto:luzmcastellanos.abogados@gmail.com
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LUZ MARINA CASTELLANOS PACHÓN 

Abogada Especializada en Derecho Comercial y Financiero 

Conciliadora. 

Carrera 70 G No. 100-21 Oficina 102 

Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com 

Tel. 3144149929 

Bogotá- Colombia  

 

establecimiento de comercio, desde el año 2016, por no ser acorde con el 

uso de suelo establecido en esta zona; (libelo adjunto); 

 

3. A pesar de las insistentes ocasiones en que los aquí demandados se 

presentaron ante la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA,  para restituir 

el inmueble mencionado los mismos no se pronunciaron al respecto, pese a 

que habían transcurrido aproximadamente dos (2) años desde el cierre del 

establecimiento para servicio al público; 

 

4. Los demandados no pudieron desarrollar la actividad económica para la se 

destinó el inmueble, esto es restaurante de cocina peruana, con servicio a 

la mesa, por el cierre inminente del local desde el año 2016; 

 

5. En consecuencia el señor Leopoldo Soto Arenas, no fue negligente en su 

actuar como arrendatario dentro del contrato de arrendamiento, sino que 

se presentó una situación ajena a su actuar, que le impedía cumplir con la 

obligación contraída con la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA  ; 

 

REVISION POR CIRCUNSTANCIAS IMPREVISTAS 

 

Se fundamenta este medio de defensa, en que si bien es cierto que el 

ejecutante concede el uso y goce del inmueble para la destinación específica, 

conforme a los lineamientos previstos en el Código de comercio, no lo es menos 

que la actividad para la cual fue destinado el inmueble se vio alterada durante 

los últimos años en virtud del requerimiento exigido por la Alcaldía Local de 

Teusaquillo, por esta razón se solicitó ante la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE 

CIA. LTDA., realizar la entrega anticipada. Esta situación parece resumirse así: 

 

1. El contrato de arrendamiento celebrado entre la inmobiliaria OROZCO 

Y LAVERDE CIA. LTDA, celebrado desde el año 1993, no sufrió ninguna 

reclamación por parte del arrendador hasta que la Alcaldía notifico a los 

arrendatarios del cierre obligatorio del establecimiento de comercio,  

 

2.  La entrega REAL y MATERIAL del inmueble ubicado en la Calle 59 No. 17-

32  de la ciudad de Bogotá se realizó en febrero de 2019, hecho que no 

fue establecido claramente por SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A al 

momento de instaurar la presente demanda.  

 

3. Se configura una posición dominante por parte de la demandante 

SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A., al desatender las circunstancias que 

dieron lugar al impago de los cánones de arrendamiento, debiendo en 

su lugar no proceder con el pago de la póliza de seguros colectiva, que 

ampara el contrato de arrendamiento con la inmobiliaria OROZCO Y 

LAVERDE CIA. LTDA. En la CLAUSULA SEGUNDA de la mencionada póliza 

establece unas – EXCLUSIONES: 

“La presente no ampara el pago de sumas generadas por los siguientes 

conceptos: (…) “2.13 Fuerza mayor o caso fortuito”  

 

De tal suerte que en el contrato de arrendamiento suscrito por las partes se 

evidencia una fuerza mayor y caso fortuito ante la imposibilidad de cumplir 

con una obligación por un hecho ajeno y externo, conforme se evidencia   

el Acta de cierre definitivo con radicado No. 2017-631-0003442, expedido 

por la Alcaldía local de Teusaquillo (libelo adjunto); 
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4. En el mismo sentido se configura la mala fe con que actuó la inmobiliaria 

OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA., quien a pesar de conocer la situación 

apremiante por la que atravesaba el establecimiento de comercio “Mi 

Perú”, frente a los constantes requerimientos de la Alcaldía de Teusaquillo 

por el uso indebido del suelo, y después de 25 años de sostener un 

contrato bilateral no acepto la restitución anticipada del inmueble., el 

cual se encontraba cerrado desde el año 2016;  

 

En virtud de lo anteriormente mencionado El Consejo de Estado (2003, Exp. 15.119) 

ha sostenido que la protección del equilibrio económico en el ámbito de los 

contratos privados surgió con ocasión de las situaciones de injusticia provocadas 

por la ciega aplicación del principio pacta sunt servanda. En el mismo sentido, 

afirma la doctrina que "El Código de Comercio representa un esfuerzo 

fundamental por rescatar el negocio jurídico de los rigores del individualismo, pues 

en él se introducen varios aspectos relacionados con la teoría del negocio jurídico 

que tiene como finalidad primordial crear o establecer una justicia contractual y 

equilibrar las relaciones contractuales" (Zapata y Nisimblat, 1997, p. 73). 

 En nuestro sistema jurídico la figura de la revisión del contrato mercantil está 

consagrada en el artículo 868 del Código de Comercio, en los siguientes términos: 

“(…) Cuando circunstancias extraordinarias imprevistas o imprevisibles, 

posteriores a la celebración de un contrato de ejecución sucesiva, 

periódica o diferida, alteren o agraven la prestación de futuro 

cumplimiento a cargo de una de las partes, en grado tal que le resulte 

excesivamente onerosa, podrá ésta pedir su revisión. 

 

El juez procederá a examinar las circunstancias que hayan alterado las 

bases del contrato y ordenará, si ello es posible, los reajustes que la equidad 

indique; en caso contrario, el juez decretará la terminación del contrato. 

Esta regla no se aplicará a los contratos aleatorios ni a los de ejecución 

instantánea.”(Subrayado fuera de texto) 

 

En virtud del cierre obligado del establecimiento de comercio por parte de la 

Alcaldía de Teusaquillo, mi representado no pudo llevar acabo el objeto 

contractual para el cual se destinó el inmueble, razón que llevo al impago de los 

cánones correspondientes a los meses octubre, noviembre, diciembre de 2018 y 

enero de 2019. 

 

Adicionalmente vale la pena recordar el Artículo 1609 del Código Civil que 

consagra la exceptio non adimpleti contractus, es decir la excepción de contrato 

no cumplido,  

“En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora 

dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, 

o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos”, 

 

Figura sobre la cual la jurisprudencia ha retirado en innumerables providencias  que:  

 
 “la obligación asumida por uno de los contratantes constituye la causa de 

la obligación impuesta al otro contratante, de donde se deduce que uno 

está obligado con el otro porque este está obligado con el primero’. Y es 

la existencia de obligaciones recíprocas e interdependientes las que 

permiten contemplar sanciones distintas de la condena a daños y 

perjuicios en caso de inejecución de sus obligaciones por uno de los 
contratantes. ‘Admitir que uno de los contratantes está obligado a 

ejecutar, mientras que el otro no ejecuta, sería romper la 

interdependencia de las obligaciones que es la esencia del contrato 

sinalagmático’ y por ello se autoriza la aplicación de prerrogativas como 

la de la resolución del contrato o la Exceptio non adimpleti contractus’. 
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Fundamentos de Derecho 

 

En derecho me fundamento en los artículos 518, 519, 519,520, 521, 522, 523,524, 

871 del Código de Comercio, artículos 442, 443 y 61 del Código General del 

Proceso, Artículo 1609 del código civil 

Trámite  

Debe imprimírsele el trámite previsto en el ordinal 2º. Del artículo 443, articulo 61 

del Código General del Proceso 

Pruebas 

1. Contrato de Arrendamiento como base de ejecución presentado por el 

demandante. 

2. Oficio proferido por la Alcaldía Local de Teusaquillo, mediante el cual 

notifica el cierre definitivo del establecimiento de comercio, identificado 

con radicado No. 20161330053051 

3. Acta de Cierre definitivo radicado No. 2017-631-003442 

 

4. Solicitud radicada ante la Alcaldía de Teusaquillo, la cual nos permite 

establecer  la fecha exacta del cierre del establecimiento de comercio.  

Anexos 

1. Poder a mí conferido. 

2. Los mencionados en el capítulo de pruebas 

 

Notificaciones 

Demandante: SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A., en la avenida el 

Dorado No. 68 B-31 Piso 10, email: notificaciones@segurosbolivar.com . 

Demandado: Las recibe en la  calle 29 No. 10-3 Sur  de esta ciudad. 

A la suscrita: en la carrera 70 G No. 100-21, oficina 102 de la ciudad de 

Bogotá. Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com. 

De la señora Juez, 

 

______________________________ 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. 

C.C. No. 39.542.153 de Bogotá. 

T.P. No. 234129 del C.S. de la J.  
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 JUSTO   DARIO  ORTIZ   MURCIA 

ABOGADO 

Carrera 8 No. 12 C - 35 Edif. Andes-Of. 906 Bogotá D.C.  

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
______________________________________________________ 

Señor 

JUEZ 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 

BOGOTA D.C.    

( Antes Juz 84 Civil Municipal. ) 

E mail: cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad. 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO  No. 2019 - 00888 

DEMANDANTE:  SEGUROS  COMERCIALES  BOLIVAR  S.A. 

DEMANDADO: PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y otros 

 

ASUNTO:  DESCORRO  EL TRASLADO  DEL  MANDAMIENTO  DE  PAGO. 

  

JUSTO DARIO  ORTIZ  MURCIA,  mayor de edad, con domicilio profesional en la 

Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Oficina 406 de Bogotá D.C., identificado 

con Cédula de Ciudadanía .No. 3.172.989, abogado titulado e inscrito con T. P. 

No. 89050 del C.S. de la J., actuando en mi calidad de apoderado de los 

demandados señores PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y 

POLICARPO ALVARADO TORRES,  mayores de edad, domiciliados y residentes 

en Bogotá D.C., identificados como C. E. No.  253.945 y C. C. No. 19.311.966  

respectivamente, estando en la oportunidad legal  me permito descorrer el traslado 

del mandamiento de pago, por lo cual desde ya me opongo a su prosperidad y 

como sustento a mi oposición presento las siguientes: 

 

E X C E P C I O N E S    DE   M E R I T O. 

 

 

1.- INEFICACIA DEL DOCUMENTO DENOMINDO “ DECLARACION DE PAGO 

Y   SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “,    POR AUSENCIA DE SUS 

REQUISITOS, QUE LO HECEN INEXISTENTE Y NULO DE NULIDAD 

ABSOLUTA. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Si bien, el título CONTRATO DE ARRENDAMIENTO reúne los requisitos del 

artículo 422  del C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA 

LTDA, CGP, no se puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario 

SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un 

documento de  SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, 

carente de requisitos.  

 

Solo basta abordar la lectura del documento denominado “ DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; para advertir que no tiene 

fecha de creación, algo tan elemental en cualquier documento; Tampoco aparece 

identificado el cesionario con el número de Identidad tributaria, ni el lugar de su 

creación,  por lo cual, la voluntad de las partes no puede desbordar las exigencias 

de carácter legal, por cuanto las obligaciones deben identificarse bajo 

circunstancias de tiempo, modo y lugar,  y por supuesto identificar  a los sujetos 

vinculantes, para definir su capacidad frente a las obligaciones y los derechos que 

se sumen.  
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En efecto, como se trata de una subrogación convencional, para que ésta sea 

válida  debe contener las reglas establecidas para la cesión de derechos, más 

específicamente para la cesión de créditos personales, es decir, la subrogación 

solo produce efectos hasta que sea notificada al deudor o sea aceptada por este, 

según la regla establecida para la cesión de créditos personales contenida en el 

artículo 1960 del C.C., el cual expresa lo siguiente: 

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

   

Comoquiera que se trata de una subrogación convencional, su trámite y 

procedimiento deberá someterse a las formalidades  previstas en las disposiciones 

normativas previstas en los artículos 1.668, 1.959 a 1.972, 1.960, 1.961 y 761 del 

Código Civil Colombiano, es decir, a la regla de la CESION DE DERECHOS. 

  

Pero lo más curioso es que,  el cuestionado documento de “  DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION ”, no vincula la totalidad del  

CONTRATO DE  ARRENDAMIENTO,   sino exclusivamente  cuatro obligaciones 

específicas que corresponde a 4 meses o periodos  de arrendamiento, por tanto,  

al no ser una cesión o endoso de todo el documento, cualquier renuncia a la 

notificación resulta invalida   o inexistente. 

 

Por supuesto, la cesión de derechos tiene sus requisitos como se expuso, entre 

los cuales se destaca el nombre e identificación de las partes “Cedente y 

Cesionario”, y la aceptación del cesionario mediante documento privado, o con 

anotación en el mismo documento el cual es objeto de traspaso del derecho, lo 

cual se hecha de meno.   

 

En este caso particular, ninguno de los requisitos se cumple a cabalidad, por 

cuanto, como se dijo en precedencia, el documento de SUBROGACION aportado 

por el actor,   no identifica plenamente al cesionario, sino que, tan solo colocaron 

el nombre de “ SEGUROS COMRECIALES BOLIVAR SA”,  de los cuales pueden 

haber muchos en el mercado, pero no lo identificó realmente y con certeza con su 

C.C., o número de identificación tributaria, ni su representante legal, y lo más 

curiosos es que tampoco tiene fecha de creación, ni lugar de creación, y mucho 

menos aceptación del cesionario.    

 

Este defecto pone de presente un manto de duda  respecto de si realmente el 

demandante es el verdadero cesionario, por lo cual, estas falencias deslegitiman 

la verdadera figura jurídica de la cesión o subrogación, haciéndola inexistente, 

ineficaz y nula de pleno derecho. Estos defectos no se pueden presumir por 

analogía por cuanto se trata de contratos privados con efecto a terceros.  

 

Por tanto, darle prosperidad a una acción ejecutiva sustentada  bajo el rigor de 

esos yerros de carácter jurídico sustancial, es tanto como deslegitimar el estado 

de derecho,  dejarlo al capricho del más fuerte, desfigurando la seguridad jurídica 

que mantiene la confianza en las instituciones, y por supuesto, desplegando un 

perjuicio al demandado.  

 

Ahora bien; El artículo 1.959 del C.C.,  al referirse a la cesión de derechos, 

advierte con meridiana claridad que la Notificación al deudor debe hacerse 

conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del título, que  

 



 

llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del cesionario y 

bajo la firma del cedente…”. 

 

En efecto, el titulo ( contrato de arrendamiento ), objeto de este proceso,  en 

ninguna parte de su texto lleva anotado el traspaso del derecho, y mucho menos 

la designación del cesionario.  Y a lo sumo, el documento anexo que denominan “ 

DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “, no 

identifica con claridad a todas las partes vinculantes con su C.C. o Nit, ni su 

representante legal, y no  tiene lugar ni fecha de creación,  como quedo dicho.  En 

efecto, no estando plenamente identificado el cesionario  no puede hacer la 

notificación  al deudor como lo exige el Art. 1.961 del C.C. Por tanto, la  

SUBROGACION es INEXISTENTE, NULA DE NULIDAD ABSOLUTA E 

INEFICAZ,  por los defectos que entraña.  

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. En síntesis, la ludida 

SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por ausencia de 

requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de notificación y 

aceptación.   

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia y un presunto fraude a resolución judicial, por 

cuanto el demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su 

propietario y fue recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de 

Bogotá mediante Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre 

definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE 

MI PERU, en razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL 

más NO COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el 

arrendador, pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de 

RESTAURANTE  BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a 

los arrendatarios.  

 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

eventualmente se causen.   

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.  Tampoco 

aportaron la certificación de vigencia de dicha póliza por cuanto ésta 

corresponde al año  2002, y su vigencia es anual. 

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

En resumen, el denominado documento   “  DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION,   adolece de los siguientes vicios  que 

lo hacen nulo e inexistente y por ende ineficaz  para exigir el cobro de una 

obligación económica.  



 

a.- No tiene fecha de Creación 

b.- No especifica el lugar de creación del documento. Aunque expone que “ de 

esta ciudad” no dice cual. 

c.- No identifica al subrogado o cesonario con C.C. o Nit., ni a su representante 

legal.  

 

Lo datos o elementales  o requisitos mínimos que deben contener  un documento 

privado como su identificación, la fecha, o el lugar de su creación,  no se deben 

presumir, por muy reconocida que sea la empresa. Esto sería tanto como aceptar 

que la ley es para los de ruana. El referido documento entraña el desprecio a la ley 

y un irrespeto a las instituciones, y sus operadores. 

 

Por último, a manera de reiteración, es muy importante señor Juez, que advierta, 

que el referido inmueble objeto de arrendamiento, NO CORRESPONDE A UN 

LOCAL COMERCIAL, sino a una VIVIENDA URBANA, no obstante, se hizo 

incurrir en error a los arrendatarios,  ligando el desarrollo  de su actividad 

exclusivamente a UN RESTAURANTE. BAR, como lo expone la CLAUSULA 

QUINTA  del contrato, no pudiendo dar un uso distinto,  por lo cual, por efecto de 

la prohibición legal propio de una zona residencial,  la Alcaldía Mayor de Bogotá 

Ordenó el Cierre definitivo del Establecimiento que allí funcionaba,   circunstancia  

que no inmuto ni al propietario de la vivienda señor JAIRO SALAZAR HOYOS, ni 

al arrendador  OROZCO Y LAVERDE CIA LTDA, y ahora tampoco a SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAS S.A., que se presenta reclamando derechos con un 

documento de  subrogación que adolece de vicios. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Por último, para conocimiento del despacho, resulta imperioso  aclarar, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 



 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

  

 

2.- FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA. 

 

Si bien el título contrato de arrendamiento reúne los requisitos del artículo 422  del 

C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, CGP, no se 

puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un documento de  

SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, carente de requisitos. 

 

El documento con el cual se apoya el demandante para atribuirse legitimidad en 

esta acción ejecutiva, corresponde al denominado  “ DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; el cual no  tiene fecha de creación, 

como tampoco aparece acreditada la  identificación el cesionario con el número de 

Identidad tributaria, ni el lugar de su creación, lo cual deja entrever que se trata de 

un documento inane, y no se puede ubicar ni identificar en espacios de  tiempo, 

modo y lugar, y mucho menos establecer si se tiene o no la capacidad legal para 

comparecer a un proceso,   y adquirir derechos y contraer obligaciones. 

 

Ese documento no legitima al actor para activar la acción de la justicia, y las dudas 

que entraña, no se puede suplir por la vía de la presunción, por cuanto se trata de 

un documento privado.  

 

Ahora bien: 

 

El cuestionado documento no se ajusta a las exigencias del artículo 1960 del C.C.,  

cual expresa lo siguiente: 

La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

 

Lo anterior significa, que adolece de vicios de forma, y de fondo, precisamente, 

por cuanto la obligación que entraña la norma en cita, va dirigida a que la cumpla 

el cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., más no el cedente. 

 

Pero, no se puede cumplir por cuanto el documento nació con vicios de forma, 

como se ha dicho reiteradamente. 

   

Cuando el artículo 1.959 del C.C.,  referirse que en la cesión de derechos debe 

hacerse conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del 

título, que llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del 

cesionario y bajo la firma del cedente…”. esta designación del cesionario  debe 

entenderse con su identificación, pero no solo falta este requisito, sino muchos 

otros de los cuales ya se hizo referencia,  y no vale la pena reiterar. 

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. Por ello, OBJETO 

COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada subrogación, la cual deberá ser objeto 

de CONTROL  DE LEGALIDAD por el señor Juez, al analizar las excepciones 

propuestas. 

 



  

 

Así, la ludida SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por 

ausencia de requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de 

notificación y aceptación.   

 

Bajo esa dialéctica, mi cliente NO HA HACEPTADO NI ACEPTA LA 

SUBROGACION, por cuanto NO LE DEBE NINGUN DINERO AL CEDENTE, es 

decir, no hay ninguna obligación pendiente por cancelar y que pueda ser objeto de 

subrogación.  

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia, y un presunto fraude procesal, por cuanto el 

demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su propietaria y fue 

recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de Bogotá mediante 

Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre definitivo del  

establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE MI PERU, en 

razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL más NO 

COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el arrendador, 

pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de RESTAURANTE 

BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a los arrendatarios. 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

siguen causando.  

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.   

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

Las anteriores imprecisiones ponen en tela de juicio el discurrir procesal y 

procedimental,   dando curso a una eventual nulidad, por lo cual,  me asiste el 

deber profesional de ponerlo en conocimiento del  despacho, en este caso, en 

grado de  reposición contra el  mandamiento de pago.  

 

Significa entonces, que el cuestionado mandamiento de pago deberá ser revocado 

en su integridad. 

 

Téngase como como pruebas las obrantes al proceso, y en especial el mal 

llamado “DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”, 

el cual no tiene fecha ni lugar de creación, ni identidad del cesionario. 

 

Igualmente, y para conocimiento del despacho, para que observe la grave 

injusticia que el demandante pretende edificar con mentiras,  me permito allegar: 

Copia simple de la Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 que ordenó el 

cierre definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado 

“RESTAURANTE MI PERU, junto con el acta de imposición de sellos.  

 

 

 



 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

 

4- INEFICACIA E INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO “ CONTRATO DE 

ARRENDAMIENTO COMERCIAL”,  POR LA OBLIGACION QUE ENTREÑA SU 

CLAUSULA QUINTA, AL INDUCIR A LOS ARRENDATARIOS A VIOLAR LA 

LEY DE URBANIZMO LOCAL AL  EXIGIR E IMPONER UNA DESTINACION 

RPROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGLAMENTOS. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

El Plan de Ordenamiento Territorial - POT- del Distrito de Bogotá no permitía el 

desarrollo de actividades comerciales en  la zona de ubicación del inmueble objeto 

de arrendamiento, por tratarse de  zona  residencial, por cuanto se incurriría en  

infracción al régimen de urbanismo.   

 

En manifiesta contradicción con los reglamentos oficiales, el contrato de 

arrendamiento  tan solo permitía la destinación del inmueble para comercio y 

únicamente para RESTAURANTE BAR. 

 

La ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, D C., ordenó el CIERRE  DEFINITIVO  del 

establecimiento de comercio ubicado en el inmueble objeto de arrendamiento 

localizado en la Calle 59 No. 17 – 32 local 1, cuya decisión fue impartida mediante 

oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN RODRIGO 

BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo, cuya orden 

fue emitida al Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la 

estación de Policía de Teusaquillo,  cuyo texto es el siguiente: 

 

“… comedidamente me permito reiterar  la solicitud de imposición de sellos 

para el CIERRE DEFINITIVO del establecimiento de comercio, que desarrolla 

la actividad de “RESTAURANTE” denominado “ RESTAURAMTE MI PERU”, o 

la razón social que exhiba al momento de la aplicación de la medida de 

sellamiento definitivo , ubicado en la  CALLE 59 NO. 17 – 32, teniendo en 

cuenta  que mediante radicado 20161330053051 del 08 de marzo de 2016,  se les 

ha solicitado el cierre inmediato de dicho establecimiento y a la fecha no ha sido 

ejecutado por parte de ustedes como tampoco ha sido allegada el acta de 

imposición de sellos   y el registro fotográfico. 

 

Por otra parte es pertinente recordar que con dicha omisión se está incurriendo en 

posibles sanciones disciplinarias  y de otro tipo. ” 

 

Es importante aclarar que, el acto administrativo mediante el cual se ordenó el 

cierre administrativo del establecimiento de comercio, corresponde a la 

RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, al advertir que el POT no  

 



 

 

permite el uso del suelo para comercio, por tratarse de  zona  residencial, y por 

infracción al régimen de urbanismo. 

  

La orden impartida de cierre definitivo se cumplió el día  29 de Diciembre del  2016  

por agentes de la Policía Metropolitana de Bogotá, en la cual expidieron “ ACTA 

DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   bajo el apremio de incurrir 

en el delito de “ “ FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE 

POLICIA”, descrita en el Artículo 47 de la ley 1453 de 2011, que advierte 

textualmente “ el que por cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de 

obligación impuesta en resolución judicial o administrativa de policía  

incurrirá en prisión de uno ( 1 ) a cuatro ( 4 ) años multa de cinco ( 5 ) a 

cincuenta ( 50 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”    
 

El cumplimiento de la orden fue comunicada a la alcaldía local  mediante oficio de 

fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS 

QUNTERO, comandante de la estación de Policía de Teusaquillo. 

 

Es importante advertir al señor Juez de conocimiento, que de este hecho anómalo 

fue informado verbalmente tanto al propietario del inmueble señor JAIRO 

SALAZAR HOYOS,  como al arrendador OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, por 

parte del arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ, entregando copia de los 

referidos oficios, pero se negaron a adoptar alguna decisión favorable a los 

arrendatarios, mas por el contrario exigían el pago estricto del canon de 

arrendamiento. 

 

Si bien, los demandados hicieron el máximo esfuerzo para cancelar de manera 

oportuna los cánones de arrendamiento, muy a pesar del cierre de su 

establecimiento y la imposibilidad para desarrollar el objeto social para el cual lo 

habían adquirido, resulta evidente que, careciendo de objeto principal  el referido 

contrato de arrendamiento, pierde su eficacia jurídica ante la ley por entrañar la 

violación directa  del artículo 47 de la ley 1453 de 2011, por el FRAUDE A 

RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE POLICIA que significaba 

desconocer la ley urbanística, y la misma orden impartida por la autoridad local de 

cierre definitivo, por tanto la CLAUSULA QUINTA del cuestionado contrato de 

arrendamiento, inducia de los arrendatarios de manera indirecta a la comisión de 

un presunto delito y a la violación de reglamentos distritales, al imponer a estos la 

actividad comercial como única destinación.     

 

Por ello, la ineficacia e inexistencia del título ejecutivo que entraña el contrato de 

arrendamiento, por el fraude que implicaba la cuestionada CLAUSULA QUINTA.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Valga aclarar, que el propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, 

fue enterado de manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento 

por disposición legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   

el mes de Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los 

demandados, una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de 

arrendamiento de los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

 



 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

5.-  MALA  FE  DEL  ARRENDADOR OROZCO Y LAVERDE Y CIA LTDA,  AL  

IMPONER A LOS ARRENDATARIOS UNA DESTINACION PARA EL 

INMUEBLE  PROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGALMENTOS.  

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos a partir del 30 de marzo de 2012, y de manera definitiva desde 

su cierre realizado el día 29 de Diciembre de 2016, como lo pretendía el 

arrendador,  por tratarse  de Zona exclusivamente residencial.  

 

Tanto el propietario señor JAIRO SALZAR HOYOS como el arrendador OROZCO 

Y LAVERDE  CIA LTDA, conocieron de manera oportuna por parte del 

arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ, la grave situación que 

significaba  el cierre de fuente de ingresos y su actividad comercial, pero a pesar 

de ello, procedieron con total indiferencia y desprecio, imponiendo las cláusulas 

contractuales frente a la  realidad.  Y a sabiendas,  elaboraron  una subrogación 

deficiente a favor de   SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., para que 

cobrara una supuesta indemnización la cual materializaron con esta demanda.   

 

Sin duda, el proceder de la firma OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, representa 

un verdadero acto de mala fe, en detrimento de los intereses económicos de los 

demandados.   

 

El CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO CON SELLOS POR PATRTE DE 

LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA,  aunado a la negativa del arrendador y su 

propietario en recibir el inmueble, se constituyó  en  una verdadera tortura 

sicológica para sus arrendatarios  por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble,  y de paso tenían que cumplir con el pago del canon 

de arrendamiento, y ahora, asumir una demanda totalmente injusta,   y de paso, 

soporta la aplicación  medidas cautelares de embargo.    

 

 

 

 



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados debían cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario:  

 

Vemos en resumen las circunstancias contractuales, legales  y económicas   a que 

se enfrentaron los arrendatarios,  y resaltan un presunto acto de mala fe: 

 

a.- No podían ejercer la explotación económica del inmueble, por disposición legal 

por ser zona residencial, no comercial.  

 

b.- La alcaldía local  cerro el establecimiento y le impuso cierre definitivo. 

 

c.- El arrendador  impuso a los arrendatarios que solo podían ejercer explotación 

comercial como BAR O RESTAURANTE, dejando incurso a los arrendatarios en 

un presunto fraude a resolución judicial. 

 

d.- El arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el contrato por 

justa causa y a  recibir el inmueble. 

 

e.- Desde la fecha del cierre definitivo - 29 de Diciembre del  año 2016  - y hasta  

el mes de septiembre de 2019, se vieron obligados a cancelar un canon de 

arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar. 

 

f.- También se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del 

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ) siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de recibir 

en arrendamiento un local comercial que no podían explotar, sumado al  

incremento  anual del 25 %, sobre una casa residencial, ( no comercial ), resulta 

evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a favor del 

arrendador y su dueño. Y de contera, edifican una errónea subrogación a favor de 

un tercero para adecuar una injusta demanda ejecutiva. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

 

 

 



 

 

7.-   AUSENCIA DE NOTIFICACION  DE LA CESION/SUBROGACION POR 

PARTE DEL CESIONARIO A LOS DEUDORES O ACEPTADA POR ESTOS 

CUYA OMISIÓN LIBERA DE PAGO A LOS DEMANDADOS. - ART. 1.960 DEL 

C.C. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Queda claro, que el documento de  “ DECLARACION DE  PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”,  tan solo entraña eso, la cesión de una 

obligación específica,  MAS NO DE TODO EL CONTRATO DE ARREDAMIENTO. 

 

Observe señor Juez, que el cuestionado contrato refiere ceder  únicamente el 

derecho derivado de  cuatro ( 4 ) periodos de arrendamiento,   por tanto, el 

cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVA, se encontraba en la obligación 

legal de acogerse al Artículo 1.960 del C.C., cuando expone:  

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» ( resaltado fuera de 

texto ) 

  

Esta obligación es propia y exclusiva del cesionario SEGUROS COMERCIALES 

BOLIVAR, y su omisión hace que no produzca efecto contra el deudor y se trata 

de una disposición de carácter sustancial obligatoria  y no admite interpretación. 

 

Como quiera que se echa de menos el cumplimiento de esta imposición legal, y 

advirtiendo que no produce efectos contra los deudores, deberá ser desestimada 

de plano la pretensión de cobro  invocada por el actor. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

8.- EXCEPCIÓN DE MERITO POR COMPENSACIÓN. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos 

  

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos, como lo pretendía el arrendador,  por tratarse  de Zona 

exclusivamente residencial.  

 

Igualmente se aclara, que después el CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO 

CON SELLOS POR PATRTE DE LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, 

ordenado mediante oficio  de fecha 09 de Diciembre de 2016,  y materializado   el 

día 29 de Diciembre del mismo año 2016  por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá, y ante la negativa del arrendador y su propietario en recibir el inmueble 

no obstante la justa causa alegado,  inicia para los arrendatarios demandados una 

verdadera tortura sicológica por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble, tampoco los recibían los interesados, y de paso 

tenían que cumplir con el pago del canon de arrendamiento.  



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario, es decir,  no se 

podía  ejercer la explotación económica del inmueble por el cierre del 

establecimiento, el  arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el 

contrato por justa causa y a  recibir el inmueble, se vieron obligados a cancelar un 

canon de arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar, y lo más grave 

aún es que  se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de 

cancelar un incremento  anual del 25 % sobre una casa residencial, ( no comercial 

), resulta evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a 

favor del arrendador y su dueño, por lo que solicito al señor Juez se sirva 

COMPENSAR el excedente del mayor valor cancelado, sobre la taza  del IPC, 

tenido en cuenta que el valor  inicial del canon de arrendamiento fue de $ 130.000.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

No sobra enfatizar, como le he expuesto a lo largo de este traslado, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. Luego de múltiples suplicas,  a 

mediados de ENERO DE 2019, el propietario señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS 

recibió a satisfacción  el referido local junto con las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

  



 

 

9.- EXCEPCIÓN GENERICA CONSTITUCIONAL,  que resulte probada por el 

despacho en ejercicio  del CONTROL  DE LEGALIDAD.  

  

SOLICITUD  DE  PRUEBAS 

 

Me permito solicitar al señor Juez, se sirva acoger como elementos de prueba que 

dan sustento a las excepciones de Merito propuestas, las siguientes: 

 

Documentales:  

 

Téngase como tales las obrantes al proceso, y además las siguientes: 

 

1.- Copia de la  RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, emitida por la 

Alcaldía mayor de Bogotá, mediante la cual se ordena el cierre del establecimiento 

comercio. 

 

2.- Copia del oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN 

RODRIGO BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo. 

 

3.- Copia del  “ ACTA DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   de 

fecha  29 de Diciembre del  2016  suscrito por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá. 

 

4.- Copia del oficio de fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente 

Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la estación de Policía de 

Teusaquillo,  mediante el cual comunica el cumplimiento de la orden impartida.  

  

Testimoniales:  

 

1.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, en su 

condición de propietario  del Inmueble exponga lo que sepa y le conste respecto 

de los hechos de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda 

contrainterrogar.    Es de aclarar que, el referido señor figura como propietario en 

el encabezado del contrato de arrendamiento aportado como prueba por el actor, 

por tanto no requiere de mayor identificación por parte del demandado. Sírvase 

citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La prueba 

resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona que recibió el local y las 

llaves de ingreso.   

 

2.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el representante legal de la firma OROZCO 

Y LAVERDE Y CIA LTDA,  en su DOBLE condición de ARRENDADOR del 

inmueble  y CEDENTE, exponga lo que sepa y le conste respecto de los hechos 

de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda contrainterrogar.     

Sírvase citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La 

prueba resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona jurídica que 

suscribió el contrato de arredramiento y a su vez, emito el documento de 

subrogación.   

 

Interrogatorio de parte:  

 

Sírvase fijar fecha y hora que su señoría estime pertinente a fin que el 

representante legal del demandante SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR,  

 



 

 

absuelva interrogatorio de parte que de manera personal formulare sobre los 

hechos de la demanda y su contestación. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

Al demandante en la descrita en la demanda. 

 

A los demandados y al suscrito apoderado las recibiremos en mi oficina de 

abogado en la Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Of. 406 de Bogotá D.C., E 

mail: justodarioortiz@gmail.com   Cel. 313 868 52 52 .  Mis poderdantes no tienen 

correo electrónico.  

 

Del señor Juez, atentamente, 

 

 

 
JUSTO  DARIO  ORTIZ  MURCIA 

C. C. No.  3.172.989 expedida en Simijaca Cundinamarca 

T. P. No. 89050 del C.S. de la J. 

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
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 JUSTO   DARIO  ORTIZ   MURCIA 

ABOGADO 

Carrera 8 No. 12 C - 35 Edif. Andes-Of. 906 Bogotá D.C.  

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
______________________________________________________ 

Señor 

JUEZ 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 

BOGOTA D.C.    

( Antes Juz 84 Civil Municipal. ) 

E mail: cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad. 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO  No. 2019 - 00888 

DEMANDANTE:  SEGUROS  COMERCIALES  BOLIVAR  S.A. 

DEMANDADO: PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y otros 

 

ASUNTO:  DESCORRO  EL TRASLADO  DEL  MANDAMIENTO  DE  PAGO. 

  

JUSTO DARIO  ORTIZ  MURCIA,  mayor de edad, con domicilio profesional en la 

Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Oficina 406 de Bogotá D.C., identificado 

con Cédula de Ciudadanía .No. 3.172.989, abogado titulado e inscrito con T. P. 

No. 89050 del C.S. de la J., actuando en mi calidad de apoderado de los 

demandados señores PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y 

POLICARPO ALVARADO TORRES,  mayores de edad, domiciliados y residentes 

en Bogotá D.C., identificados como C. E. No.  253.945 y C. C. No. 19.311.966  

respectivamente, estando en la oportunidad legal  me permito descorrer el traslado 

del mandamiento de pago, por lo cual desde ya me opongo a su prosperidad y 

como sustento a mi oposición presento las siguientes: 

 

E X C E P C I O N E S    DE   M E R I T O. 

 

 

1.- INEFICACIA DEL DOCUMENTO DENOMINDO “ DECLARACION DE PAGO 

Y   SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “,    POR AUSENCIA DE SUS 

REQUISITOS, QUE LO HECEN INEXISTENTE Y NULO DE NULIDAD 

ABSOLUTA. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Si bien, el título CONTRATO DE ARRENDAMIENTO reúne los requisitos del 

artículo 422  del C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA 

LTDA, CGP, no se puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario 

SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un 

documento de  SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, 

carente de requisitos.  

 

Solo basta abordar la lectura del documento denominado “ DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; para advertir que no tiene 

fecha de creación, algo tan elemental en cualquier documento; Tampoco aparece 

identificado el cesionario con el número de Identidad tributaria, ni el lugar de su 

creación,  por lo cual, la voluntad de las partes no puede desbordar las exigencias 

de carácter legal, por cuanto las obligaciones deben identificarse bajo 

circunstancias de tiempo, modo y lugar,  y por supuesto identificar  a los sujetos 

vinculantes, para definir su capacidad frente a las obligaciones y los derechos que 

se sumen.  
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En efecto, como se trata de una subrogación convencional, para que ésta sea 

válida  debe contener las reglas establecidas para la cesión de derechos, más 

específicamente para la cesión de créditos personales, es decir, la subrogación 

solo produce efectos hasta que sea notificada al deudor o sea aceptada por este, 

según la regla establecida para la cesión de créditos personales contenida en el 

artículo 1960 del C.C., el cual expresa lo siguiente: 

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

   

Comoquiera que se trata de una subrogación convencional, su trámite y 

procedimiento deberá someterse a las formalidades  previstas en las disposiciones 

normativas previstas en los artículos 1.668, 1.959 a 1.972, 1.960, 1.961 y 761 del 

Código Civil Colombiano, es decir, a la regla de la CESION DE DERECHOS. 

  

Pero lo más curioso es que,  el cuestionado documento de “  DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION ”, no vincula la totalidad del  

CONTRATO DE  ARRENDAMIENTO,   sino exclusivamente  cuatro obligaciones 

específicas que corresponde a 4 meses o periodos  de arrendamiento, por tanto,  

al no ser una cesión o endoso de todo el documento, cualquier renuncia a la 

notificación resulta invalida   o inexistente. 

 

Por supuesto, la cesión de derechos tiene sus requisitos como se expuso, entre 

los cuales se destaca el nombre e identificación de las partes “Cedente y 

Cesionario”, y la aceptación del cesionario mediante documento privado, o con 

anotación en el mismo documento el cual es objeto de traspaso del derecho, lo 

cual se hecha de meno.   

 

En este caso particular, ninguno de los requisitos se cumple a cabalidad, por 

cuanto, como se dijo en precedencia, el documento de SUBROGACION aportado 

por el actor,   no identifica plenamente al cesionario, sino que, tan solo colocaron 

el nombre de “ SEGUROS COMRECIALES BOLIVAR SA”,  de los cuales pueden 

haber muchos en el mercado, pero no lo identificó realmente y con certeza con su 

C.C., o número de identificación tributaria, ni su representante legal, y lo más 

curiosos es que tampoco tiene fecha de creación, ni lugar de creación, y mucho 

menos aceptación del cesionario.    

 

Este defecto pone de presente un manto de duda  respecto de si realmente el 

demandante es el verdadero cesionario, por lo cual, estas falencias deslegitiman 

la verdadera figura jurídica de la cesión o subrogación, haciéndola inexistente, 

ineficaz y nula de pleno derecho. Estos defectos no se pueden presumir por 

analogía por cuanto se trata de contratos privados con efecto a terceros.  

 

Por tanto, darle prosperidad a una acción ejecutiva sustentada  bajo el rigor de 

esos yerros de carácter jurídico sustancial, es tanto como deslegitimar el estado 

de derecho,  dejarlo al capricho del más fuerte, desfigurando la seguridad jurídica 

que mantiene la confianza en las instituciones, y por supuesto, desplegando un 

perjuicio al demandado.  

 

Ahora bien; El artículo 1.959 del C.C.,  al referirse a la cesión de derechos, 

advierte con meridiana claridad que la Notificación al deudor debe hacerse 

conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del título, que  

 



 

llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del cesionario y 

bajo la firma del cedente…”. 

 

En efecto, el titulo ( contrato de arrendamiento ), objeto de este proceso,  en 

ninguna parte de su texto lleva anotado el traspaso del derecho, y mucho menos 

la designación del cesionario.  Y a lo sumo, el documento anexo que denominan “ 

DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “, no 

identifica con claridad a todas las partes vinculantes con su C.C. o Nit, ni su 

representante legal, y no  tiene lugar ni fecha de creación,  como quedo dicho.  En 

efecto, no estando plenamente identificado el cesionario  no puede hacer la 

notificación  al deudor como lo exige el Art. 1.961 del C.C. Por tanto, la  

SUBROGACION es INEXISTENTE, NULA DE NULIDAD ABSOLUTA E 

INEFICAZ,  por los defectos que entraña.  

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. En síntesis, la ludida 

SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por ausencia de 

requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de notificación y 

aceptación.   

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia y un presunto fraude a resolución judicial, por 

cuanto el demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su 

propietario y fue recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de 

Bogotá mediante Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre 

definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE 

MI PERU, en razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL 

más NO COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el 

arrendador, pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de 

RESTAURANTE  BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a 

los arrendatarios.  

 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

eventualmente se causen.   

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.  Tampoco 

aportaron la certificación de vigencia de dicha póliza por cuanto ésta 

corresponde al año  2002, y su vigencia es anual. 

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

En resumen, el denominado documento   “  DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION,   adolece de los siguientes vicios  que 

lo hacen nulo e inexistente y por ende ineficaz  para exigir el cobro de una 

obligación económica.  



 

a.- No tiene fecha de Creación 

b.- No especifica el lugar de creación del documento. Aunque expone que “ de 

esta ciudad” no dice cual. 

c.- No identifica al subrogado o cesonario con C.C. o Nit., ni a su representante 

legal.  

 

Lo datos o elementales  o requisitos mínimos que deben contener  un documento 

privado como su identificación, la fecha, o el lugar de su creación,  no se deben 

presumir, por muy reconocida que sea la empresa. Esto sería tanto como aceptar 

que la ley es para los de ruana. El referido documento entraña el desprecio a la ley 

y un irrespeto a las instituciones, y sus operadores. 

 

Por último, a manera de reiteración, es muy importante señor Juez, que advierta, 

que el referido inmueble objeto de arrendamiento, NO CORRESPONDE A UN 

LOCAL COMERCIAL, sino a una VIVIENDA URBANA, no obstante, se hizo 

incurrir en error a los arrendatarios,  ligando el desarrollo  de su actividad 

exclusivamente a UN RESTAURANTE. BAR, como lo expone la CLAUSULA 

QUINTA  del contrato, no pudiendo dar un uso distinto,  por lo cual, por efecto de 

la prohibición legal propio de una zona residencial,  la Alcaldía Mayor de Bogotá 

Ordenó el Cierre definitivo del Establecimiento que allí funcionaba,   circunstancia  

que no inmuto ni al propietario de la vivienda señor JAIRO SALAZAR HOYOS, ni 

al arrendador  OROZCO Y LAVERDE CIA LTDA, y ahora tampoco a SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAS S.A., que se presenta reclamando derechos con un 

documento de  subrogación que adolece de vicios. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Por último, para conocimiento del despacho, resulta imperioso  aclarar, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 



 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

  

 

2.- FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA. 

 

Si bien el título contrato de arrendamiento reúne los requisitos del artículo 422  del 

C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, CGP, no se 

puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un documento de  

SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, carente de requisitos. 

 

El documento con el cual se apoya el demandante para atribuirse legitimidad en 

esta acción ejecutiva, corresponde al denominado  “ DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; el cual no  tiene fecha de creación, 

como tampoco aparece acreditada la  identificación el cesionario con el número de 

Identidad tributaria, ni el lugar de su creación, lo cual deja entrever que se trata de 

un documento inane, y no se puede ubicar ni identificar en espacios de  tiempo, 

modo y lugar, y mucho menos establecer si se tiene o no la capacidad legal para 

comparecer a un proceso,   y adquirir derechos y contraer obligaciones. 

 

Ese documento no legitima al actor para activar la acción de la justicia, y las dudas 

que entraña, no se puede suplir por la vía de la presunción, por cuanto se trata de 

un documento privado.  

 

Ahora bien: 

 

El cuestionado documento no se ajusta a las exigencias del artículo 1960 del C.C.,  

cual expresa lo siguiente: 

La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

 

Lo anterior significa, que adolece de vicios de forma, y de fondo, precisamente, 

por cuanto la obligación que entraña la norma en cita, va dirigida a que la cumpla 

el cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., más no el cedente. 

 

Pero, no se puede cumplir por cuanto el documento nació con vicios de forma, 

como se ha dicho reiteradamente. 

   

Cuando el artículo 1.959 del C.C.,  referirse que en la cesión de derechos debe 

hacerse conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del 

título, que llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del 

cesionario y bajo la firma del cedente…”. esta designación del cesionario  debe 

entenderse con su identificación, pero no solo falta este requisito, sino muchos 

otros de los cuales ya se hizo referencia,  y no vale la pena reiterar. 

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. Por ello, OBJETO 

COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada subrogación, la cual deberá ser objeto 

de CONTROL  DE LEGALIDAD por el señor Juez, al analizar las excepciones 

propuestas. 

 



  

 

Así, la ludida SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por 

ausencia de requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de 

notificación y aceptación.   

 

Bajo esa dialéctica, mi cliente NO HA HACEPTADO NI ACEPTA LA 

SUBROGACION, por cuanto NO LE DEBE NINGUN DINERO AL CEDENTE, es 

decir, no hay ninguna obligación pendiente por cancelar y que pueda ser objeto de 

subrogación.  

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia, y un presunto fraude procesal, por cuanto el 

demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su propietaria y fue 

recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de Bogotá mediante 

Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre definitivo del  

establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE MI PERU, en 

razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL más NO 

COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el arrendador, 

pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de RESTAURANTE 

BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a los arrendatarios. 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

siguen causando.  

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.   

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

Las anteriores imprecisiones ponen en tela de juicio el discurrir procesal y 

procedimental,   dando curso a una eventual nulidad, por lo cual,  me asiste el 

deber profesional de ponerlo en conocimiento del  despacho, en este caso, en 

grado de  reposición contra el  mandamiento de pago.  

 

Significa entonces, que el cuestionado mandamiento de pago deberá ser revocado 

en su integridad. 

 

Téngase como como pruebas las obrantes al proceso, y en especial el mal 

llamado “DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”, 

el cual no tiene fecha ni lugar de creación, ni identidad del cesionario. 

 

Igualmente, y para conocimiento del despacho, para que observe la grave 

injusticia que el demandante pretende edificar con mentiras,  me permito allegar: 

Copia simple de la Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 que ordenó el 

cierre definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado 

“RESTAURANTE MI PERU, junto con el acta de imposición de sellos.  

 

 

 



 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

 

4- INEFICACIA E INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO “ CONTRATO DE 

ARRENDAMIENTO COMERCIAL”,  POR LA OBLIGACION QUE ENTREÑA SU 

CLAUSULA QUINTA, AL INDUCIR A LOS ARRENDATARIOS A VIOLAR LA 

LEY DE URBANIZMO LOCAL AL  EXIGIR E IMPONER UNA DESTINACION 

RPROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGLAMENTOS. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

El Plan de Ordenamiento Territorial - POT- del Distrito de Bogotá no permitía el 

desarrollo de actividades comerciales en  la zona de ubicación del inmueble objeto 

de arrendamiento, por tratarse de  zona  residencial, por cuanto se incurriría en  

infracción al régimen de urbanismo.   

 

En manifiesta contradicción con los reglamentos oficiales, el contrato de 

arrendamiento  tan solo permitía la destinación del inmueble para comercio y 

únicamente para RESTAURANTE BAR. 

 

La ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, D C., ordenó el CIERRE  DEFINITIVO  del 

establecimiento de comercio ubicado en el inmueble objeto de arrendamiento 

localizado en la Calle 59 No. 17 – 32 local 1, cuya decisión fue impartida mediante 

oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN RODRIGO 

BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo, cuya orden 

fue emitida al Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la 

estación de Policía de Teusaquillo,  cuyo texto es el siguiente: 

 

“… comedidamente me permito reiterar  la solicitud de imposición de sellos 

para el CIERRE DEFINITIVO del establecimiento de comercio, que desarrolla 

la actividad de “RESTAURANTE” denominado “ RESTAURAMTE MI PERU”, o 

la razón social que exhiba al momento de la aplicación de la medida de 

sellamiento definitivo , ubicado en la  CALLE 59 NO. 17 – 32, teniendo en 

cuenta  que mediante radicado 20161330053051 del 08 de marzo de 2016,  se les 

ha solicitado el cierre inmediato de dicho establecimiento y a la fecha no ha sido 

ejecutado por parte de ustedes como tampoco ha sido allegada el acta de 

imposición de sellos   y el registro fotográfico. 

 

Por otra parte es pertinente recordar que con dicha omisión se está incurriendo en 

posibles sanciones disciplinarias  y de otro tipo. ” 

 

Es importante aclarar que, el acto administrativo mediante el cual se ordenó el 

cierre administrativo del establecimiento de comercio, corresponde a la 

RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, al advertir que el POT no  

 



 

 

permite el uso del suelo para comercio, por tratarse de  zona  residencial, y por 

infracción al régimen de urbanismo. 

  

La orden impartida de cierre definitivo se cumplió el día  29 de Diciembre del  2016  

por agentes de la Policía Metropolitana de Bogotá, en la cual expidieron “ ACTA 

DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   bajo el apremio de incurrir 

en el delito de “ “ FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE 

POLICIA”, descrita en el Artículo 47 de la ley 1453 de 2011, que advierte 

textualmente “ el que por cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de 

obligación impuesta en resolución judicial o administrativa de policía  

incurrirá en prisión de uno ( 1 ) a cuatro ( 4 ) años multa de cinco ( 5 ) a 

cincuenta ( 50 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”    
 

El cumplimiento de la orden fue comunicada a la alcaldía local  mediante oficio de 

fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS 

QUNTERO, comandante de la estación de Policía de Teusaquillo. 

 

Es importante advertir al señor Juez de conocimiento, que de este hecho anómalo 

fue informado verbalmente tanto al propietario del inmueble señor JAIRO 

SALAZAR HOYOS,  como al arrendador OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, por 

parte del arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ, entregando copia de los 

referidos oficios, pero se negaron a adoptar alguna decisión favorable a los 

arrendatarios, mas por el contrario exigían el pago estricto del canon de 

arrendamiento. 

 

Si bien, los demandados hicieron el máximo esfuerzo para cancelar de manera 

oportuna los cánones de arrendamiento, muy a pesar del cierre de su 

establecimiento y la imposibilidad para desarrollar el objeto social para el cual lo 

habían adquirido, resulta evidente que, careciendo de objeto principal  el referido 

contrato de arrendamiento, pierde su eficacia jurídica ante la ley por entrañar la 

violación directa  del artículo 47 de la ley 1453 de 2011, por el FRAUDE A 

RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE POLICIA que significaba 

desconocer la ley urbanística, y la misma orden impartida por la autoridad local de 

cierre definitivo, por tanto la CLAUSULA QUINTA del cuestionado contrato de 

arrendamiento, inducia de los arrendatarios de manera indirecta a la comisión de 

un presunto delito y a la violación de reglamentos distritales, al imponer a estos la 

actividad comercial como única destinación.     

 

Por ello, la ineficacia e inexistencia del título ejecutivo que entraña el contrato de 

arrendamiento, por el fraude que implicaba la cuestionada CLAUSULA QUINTA.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Valga aclarar, que el propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, 

fue enterado de manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento 

por disposición legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   

el mes de Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los 

demandados, una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de 

arrendamiento de los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

 



 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

5.-  MALA  FE  DEL  ARRENDADOR OROZCO Y LAVERDE Y CIA LTDA,  AL  

IMPONER A LOS ARRENDATARIOS UNA DESTINACION PARA EL 

INMUEBLE  PROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGALMENTOS.  

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos a partir del 30 de marzo de 2012, y de manera definitiva desde 

su cierre realizado el día 29 de Diciembre de 2016, como lo pretendía el 

arrendador,  por tratarse  de Zona exclusivamente residencial.  

 

Tanto el propietario señor JAIRO SALZAR HOYOS como el arrendador OROZCO 

Y LAVERDE  CIA LTDA, conocieron de manera oportuna por parte del 

arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ, la grave situación que 

significaba  el cierre de fuente de ingresos y su actividad comercial, pero a pesar 

de ello, procedieron con total indiferencia y desprecio, imponiendo las cláusulas 

contractuales frente a la  realidad.  Y a sabiendas,  elaboraron  una subrogación 

deficiente a favor de   SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., para que 

cobrara una supuesta indemnización la cual materializaron con esta demanda.   

 

Sin duda, el proceder de la firma OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, representa 

un verdadero acto de mala fe, en detrimento de los intereses económicos de los 

demandados.   

 

El CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO CON SELLOS POR PATRTE DE 

LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA,  aunado a la negativa del arrendador y su 

propietario en recibir el inmueble, se constituyó  en  una verdadera tortura 

sicológica para sus arrendatarios  por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble,  y de paso tenían que cumplir con el pago del canon 

de arrendamiento, y ahora, asumir una demanda totalmente injusta,   y de paso, 

soporta la aplicación  medidas cautelares de embargo.    

 

 

 

 



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados debían cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario:  

 

Vemos en resumen las circunstancias contractuales, legales  y económicas   a que 

se enfrentaron los arrendatarios,  y resaltan un presunto acto de mala fe: 

 

a.- No podían ejercer la explotación económica del inmueble, por disposición legal 

por ser zona residencial, no comercial.  

 

b.- La alcaldía local  cerro el establecimiento y le impuso cierre definitivo. 

 

c.- El arrendador  impuso a los arrendatarios que solo podían ejercer explotación 

comercial como BAR O RESTAURANTE, dejando incurso a los arrendatarios en 

un presunto fraude a resolución judicial. 

 

d.- El arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el contrato por 

justa causa y a  recibir el inmueble. 

 

e.- Desde la fecha del cierre definitivo - 29 de Diciembre del  año 2016  - y hasta  

el mes de septiembre de 2019, se vieron obligados a cancelar un canon de 

arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar. 

 

f.- También se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del 

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ) siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de recibir 

en arrendamiento un local comercial que no podían explotar, sumado al  

incremento  anual del 25 %, sobre una casa residencial, ( no comercial ), resulta 

evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a favor del 

arrendador y su dueño. Y de contera, edifican una errónea subrogación a favor de 

un tercero para adecuar una injusta demanda ejecutiva. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

 

 

 



 

 

7.-   AUSENCIA DE NOTIFICACION  DE LA CESION/SUBROGACION POR 

PARTE DEL CESIONARIO A LOS DEUDORES O ACEPTADA POR ESTOS 

CUYA OMISIÓN LIBERA DE PAGO A LOS DEMANDADOS. - ART. 1.960 DEL 

C.C. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Queda claro, que el documento de  “ DECLARACION DE  PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”,  tan solo entraña eso, la cesión de una 

obligación específica,  MAS NO DE TODO EL CONTRATO DE ARREDAMIENTO. 

 

Observe señor Juez, que el cuestionado contrato refiere ceder  únicamente el 

derecho derivado de  cuatro ( 4 ) periodos de arrendamiento,   por tanto, el 

cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVA, se encontraba en la obligación 

legal de acogerse al Artículo 1.960 del C.C., cuando expone:  

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» ( resaltado fuera de 

texto ) 

  

Esta obligación es propia y exclusiva del cesionario SEGUROS COMERCIALES 

BOLIVAR, y su omisión hace que no produzca efecto contra el deudor y se trata 

de una disposición de carácter sustancial obligatoria  y no admite interpretación. 

 

Como quiera que se echa de menos el cumplimiento de esta imposición legal, y 

advirtiendo que no produce efectos contra los deudores, deberá ser desestimada 

de plano la pretensión de cobro  invocada por el actor. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

8.- EXCEPCIÓN DE MERITO POR COMPENSACIÓN. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos 

  

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos, como lo pretendía el arrendador,  por tratarse  de Zona 

exclusivamente residencial.  

 

Igualmente se aclara, que después el CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO 

CON SELLOS POR PATRTE DE LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, 

ordenado mediante oficio  de fecha 09 de Diciembre de 2016,  y materializado   el 

día 29 de Diciembre del mismo año 2016  por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá, y ante la negativa del arrendador y su propietario en recibir el inmueble 

no obstante la justa causa alegado,  inicia para los arrendatarios demandados una 

verdadera tortura sicológica por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble, tampoco los recibían los interesados, y de paso 

tenían que cumplir con el pago del canon de arrendamiento.  



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario, es decir,  no se 

podía  ejercer la explotación económica del inmueble por el cierre del 

establecimiento, el  arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el 

contrato por justa causa y a  recibir el inmueble, se vieron obligados a cancelar un 

canon de arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar, y lo más grave 

aún es que  se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de 

cancelar un incremento  anual del 25 % sobre una casa residencial, ( no comercial 

), resulta evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a 

favor del arrendador y su dueño, por lo que solicito al señor Juez se sirva 

COMPENSAR el excedente del mayor valor cancelado, sobre la taza  del IPC, 

tenido en cuenta que el valor  inicial del canon de arrendamiento fue de $ 130.000.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

No sobra enfatizar, como le he expuesto a lo largo de este traslado, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. Luego de múltiples suplicas,  a 

mediados de ENERO DE 2019, el propietario señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS 

recibió a satisfacción  el referido local junto con las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

  



 

 

9.- EXCEPCIÓN GENERICA CONSTITUCIONAL,  que resulte probada por el 

despacho en ejercicio  del CONTROL  DE LEGALIDAD.  

  

SOLICITUD  DE  PRUEBAS 

 

Me permito solicitar al señor Juez, se sirva acoger como elementos de prueba que 

dan sustento a las excepciones de Merito propuestas, las siguientes: 

 

Documentales:  

 

Téngase como tales las obrantes al proceso, y además las siguientes: 

 

1.- Copia de la  RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, emitida por la 

Alcaldía mayor de Bogotá, mediante la cual se ordena el cierre del establecimiento 

comercio. 

 

2.- Copia del oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN 

RODRIGO BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo. 

 

3.- Copia del  “ ACTA DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   de 

fecha  29 de Diciembre del  2016  suscrito por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá. 

 

4.- Copia del oficio de fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente 

Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la estación de Policía de 

Teusaquillo,  mediante el cual comunica el cumplimiento de la orden impartida.  

  

Testimoniales:  

 

1.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, en su 

condición de propietario  del Inmueble exponga lo que sepa y le conste respecto 

de los hechos de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda 

contrainterrogar.    Es de aclarar que, el referido señor figura como propietario en 

el encabezado del contrato de arrendamiento aportado como prueba por el actor, 

por tanto no requiere de mayor identificación por parte del demandado. Sírvase 

citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La prueba 

resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona que recibió el local y las 

llaves de ingreso.   

 

2.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el representante legal de la firma OROZCO 

Y LAVERDE Y CIA LTDA,  en su DOBLE condición de ARRENDADOR del 

inmueble  y CEDENTE, exponga lo que sepa y le conste respecto de los hechos 

de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda contrainterrogar.     

Sírvase citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La 

prueba resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona jurídica que 

suscribió el contrato de arredramiento y a su vez, emito el documento de 

subrogación.   

 

Interrogatorio de parte:  

 

Sírvase fijar fecha y hora que su señoría estime pertinente a fin que el 

representante legal del demandante SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR,  

 



 

 

absuelva interrogatorio de parte que de manera personal formulare sobre los 

hechos de la demanda y su contestación. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

Al demandante en la descrita en la demanda. 

 

A los demandados y al suscrito apoderado las recibiremos en mi oficina de 

abogado en la Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Of. 406 de Bogotá D.C., E 

mail: justodarioortiz@gmail.com   Cel. 313 868 52 52 .  Mis poderdantes no tienen 

correo electrónico.  

 

Del señor Juez, atentamente, 

 

 

 
JUSTO  DARIO  ORTIZ  MURCIA 

C. C. No.  3.172.989 expedida en Simijaca Cundinamarca 

T. P. No. 89050 del C.S. de la J. 

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
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 JUSTO   DARIO  ORTIZ   MURCIA 

ABOGADO 

Carrera 8 No. 12 C - 35 Edif. Andes-Of. 906 Bogotá D.C.  

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
______________________________________________________ 

Señor 

JUEZ 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 

BOGOTA D.C.    

( Antes Juz 84 Civil Municipal. ) 

E mail: cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Ciudad. 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO  No. 2019 - 00888 

DEMANDANTE:  SEGUROS  COMERCIALES  BOLIVAR  S.A. 

DEMANDADO: PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y otros 

 

ASUNTO:  DESCORRO  EL TRASLADO  DEL  MANDAMIENTO  DE  PAGO. 

  

JUSTO DARIO  ORTIZ  MURCIA,  mayor de edad, con domicilio profesional en la 

Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Oficina 406 de Bogotá D.C., identificado 

con Cédula de Ciudadanía .No. 3.172.989, abogado titulado e inscrito con T. P. 

No. 89050 del C.S. de la J., actuando en mi calidad de apoderado de los 

demandados señores PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ y 

POLICARPO ALVARADO TORRES,  mayores de edad, domiciliados y residentes 

en Bogotá D.C., identificados como C. E. No.  253.945 y C. C. No. 19.311.966  

respectivamente, estando en la oportunidad legal  me permito descorrer el traslado 

del mandamiento de pago, por lo cual desde ya me opongo a su prosperidad y 

como sustento a mi oposición presento las siguientes: 

 

E X C E P C I O N E S    DE   M E R I T O. 

 

 

1.- INEFICACIA DEL DOCUMENTO DENOMINDO “ DECLARACION DE PAGO 

Y   SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “,    POR AUSENCIA DE SUS 

REQUISITOS, QUE LO HECEN INEXISTENTE Y NULO DE NULIDAD 

ABSOLUTA. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Si bien, el título CONTRATO DE ARRENDAMIENTO reúne los requisitos del 

artículo 422  del C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA 

LTDA, CGP, no se puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario 

SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un 

documento de  SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, 

carente de requisitos.  

 

Solo basta abordar la lectura del documento denominado “ DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; para advertir que no tiene 

fecha de creación, algo tan elemental en cualquier documento; Tampoco aparece 

identificado el cesionario con el número de Identidad tributaria, ni el lugar de su 

creación,  por lo cual, la voluntad de las partes no puede desbordar las exigencias 

de carácter legal, por cuanto las obligaciones deben identificarse bajo 

circunstancias de tiempo, modo y lugar,  y por supuesto identificar  a los sujetos 

vinculantes, para definir su capacidad frente a las obligaciones y los derechos que 

se sumen.  
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En efecto, como se trata de una subrogación convencional, para que ésta sea 

válida  debe contener las reglas establecidas para la cesión de derechos, más 

específicamente para la cesión de créditos personales, es decir, la subrogación 

solo produce efectos hasta que sea notificada al deudor o sea aceptada por este, 

según la regla establecida para la cesión de créditos personales contenida en el 

artículo 1960 del C.C., el cual expresa lo siguiente: 

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

   

Comoquiera que se trata de una subrogación convencional, su trámite y 

procedimiento deberá someterse a las formalidades  previstas en las disposiciones 

normativas previstas en los artículos 1.668, 1.959 a 1.972, 1.960, 1.961 y 761 del 

Código Civil Colombiano, es decir, a la regla de la CESION DE DERECHOS. 

  

Pero lo más curioso es que,  el cuestionado documento de “  DECLARACION DE 

PAGO Y SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION ”, no vincula la totalidad del  

CONTRATO DE  ARRENDAMIENTO,   sino exclusivamente  cuatro obligaciones 

específicas que corresponde a 4 meses o periodos  de arrendamiento, por tanto,  

al no ser una cesión o endoso de todo el documento, cualquier renuncia a la 

notificación resulta invalida   o inexistente. 

 

Por supuesto, la cesión de derechos tiene sus requisitos como se expuso, entre 

los cuales se destaca el nombre e identificación de las partes “Cedente y 

Cesionario”, y la aceptación del cesionario mediante documento privado, o con 

anotación en el mismo documento el cual es objeto de traspaso del derecho, lo 

cual se hecha de meno.   

 

En este caso particular, ninguno de los requisitos se cumple a cabalidad, por 

cuanto, como se dijo en precedencia, el documento de SUBROGACION aportado 

por el actor,   no identifica plenamente al cesionario, sino que, tan solo colocaron 

el nombre de “ SEGUROS COMRECIALES BOLIVAR SA”,  de los cuales pueden 

haber muchos en el mercado, pero no lo identificó realmente y con certeza con su 

C.C., o número de identificación tributaria, ni su representante legal, y lo más 

curiosos es que tampoco tiene fecha de creación, ni lugar de creación, y mucho 

menos aceptación del cesionario.    

 

Este defecto pone de presente un manto de duda  respecto de si realmente el 

demandante es el verdadero cesionario, por lo cual, estas falencias deslegitiman 

la verdadera figura jurídica de la cesión o subrogación, haciéndola inexistente, 

ineficaz y nula de pleno derecho. Estos defectos no se pueden presumir por 

analogía por cuanto se trata de contratos privados con efecto a terceros.  

 

Por tanto, darle prosperidad a una acción ejecutiva sustentada  bajo el rigor de 

esos yerros de carácter jurídico sustancial, es tanto como deslegitimar el estado 

de derecho,  dejarlo al capricho del más fuerte, desfigurando la seguridad jurídica 

que mantiene la confianza en las instituciones, y por supuesto, desplegando un 

perjuicio al demandado.  

 

Ahora bien; El artículo 1.959 del C.C.,  al referirse a la cesión de derechos, 

advierte con meridiana claridad que la Notificación al deudor debe hacerse 

conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del título, que  

 



 

llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del cesionario y 

bajo la firma del cedente…”. 

 

En efecto, el titulo ( contrato de arrendamiento ), objeto de este proceso,  en 

ninguna parte de su texto lleva anotado el traspaso del derecho, y mucho menos 

la designación del cesionario.  Y a lo sumo, el documento anexo que denominan “ 

DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION “, no 

identifica con claridad a todas las partes vinculantes con su C.C. o Nit, ni su 

representante legal, y no  tiene lugar ni fecha de creación,  como quedo dicho.  En 

efecto, no estando plenamente identificado el cesionario  no puede hacer la 

notificación  al deudor como lo exige el Art. 1.961 del C.C. Por tanto, la  

SUBROGACION es INEXISTENTE, NULA DE NULIDAD ABSOLUTA E 

INEFICAZ,  por los defectos que entraña.  

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. En síntesis, la ludida 

SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por ausencia de 

requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de notificación y 

aceptación.   

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia y un presunto fraude a resolución judicial, por 

cuanto el demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su 

propietario y fue recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de 

Bogotá mediante Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre 

definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE 

MI PERU, en razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL 

más NO COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el 

arrendador, pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de 

RESTAURANTE  BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a 

los arrendatarios.  

 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

eventualmente se causen.   

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.  Tampoco 

aportaron la certificación de vigencia de dicha póliza por cuanto ésta 

corresponde al año  2002, y su vigencia es anual. 

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

En resumen, el denominado documento   “  DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA  OBLIGACION,   adolece de los siguientes vicios  que 

lo hacen nulo e inexistente y por ende ineficaz  para exigir el cobro de una 

obligación económica.  



 

a.- No tiene fecha de Creación 

b.- No especifica el lugar de creación del documento. Aunque expone que “ de 

esta ciudad” no dice cual. 

c.- No identifica al subrogado o cesonario con C.C. o Nit., ni a su representante 

legal.  

 

Lo datos o elementales  o requisitos mínimos que deben contener  un documento 

privado como su identificación, la fecha, o el lugar de su creación,  no se deben 

presumir, por muy reconocida que sea la empresa. Esto sería tanto como aceptar 

que la ley es para los de ruana. El referido documento entraña el desprecio a la ley 

y un irrespeto a las instituciones, y sus operadores. 

 

Por último, a manera de reiteración, es muy importante señor Juez, que advierta, 

que el referido inmueble objeto de arrendamiento, NO CORRESPONDE A UN 

LOCAL COMERCIAL, sino a una VIVIENDA URBANA, no obstante, se hizo 

incurrir en error a los arrendatarios,  ligando el desarrollo  de su actividad 

exclusivamente a UN RESTAURANTE. BAR, como lo expone la CLAUSULA 

QUINTA  del contrato, no pudiendo dar un uso distinto,  por lo cual, por efecto de 

la prohibición legal propio de una zona residencial,  la Alcaldía Mayor de Bogotá 

Ordenó el Cierre definitivo del Establecimiento que allí funcionaba,   circunstancia  

que no inmuto ni al propietario de la vivienda señor JAIRO SALAZAR HOYOS, ni 

al arrendador  OROZCO Y LAVERDE CIA LTDA, y ahora tampoco a SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAS S.A., que se presenta reclamando derechos con un 

documento de  subrogación que adolece de vicios. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Por último, para conocimiento del despacho, resulta imperioso  aclarar, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 



 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

  

 

2.- FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA. 

 

Si bien el título contrato de arrendamiento reúne los requisitos del artículo 422  del 

C.G.P.,  a favor del arrendador  OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, CGP, no se 

puede  predicar la misma calidad respecto de su cesionario SEGUROS 

COMERCIALES BOLIVAR, por cuanto  actúa apoyado en un documento de  

SUBROGACION DE LA OBLGACION,  deficiente, irregular, carente de requisitos. 

 

El documento con el cual se apoya el demandante para atribuirse legitimidad en 

esta acción ejecutiva, corresponde al denominado  “ DECLARACION DE PAGO Y 

SUBROGACION DE LA OBLIGACOIOPN ”; el cual no  tiene fecha de creación, 

como tampoco aparece acreditada la  identificación el cesionario con el número de 

Identidad tributaria, ni el lugar de su creación, lo cual deja entrever que se trata de 

un documento inane, y no se puede ubicar ni identificar en espacios de  tiempo, 

modo y lugar, y mucho menos establecer si se tiene o no la capacidad legal para 

comparecer a un proceso,   y adquirir derechos y contraer obligaciones. 

 

Ese documento no legitima al actor para activar la acción de la justicia, y las dudas 

que entraña, no se puede suplir por la vía de la presunción, por cuanto se trata de 

un documento privado.  

 

Ahora bien: 

 

El cuestionado documento no se ajusta a las exigencias del artículo 1960 del C.C.,  

cual expresa lo siguiente: 

La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» 

 

Lo anterior significa, que adolece de vicios de forma, y de fondo, precisamente, 

por cuanto la obligación que entraña la norma en cita, va dirigida a que la cumpla 

el cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., más no el cedente. 

 

Pero, no se puede cumplir por cuanto el documento nació con vicios de forma, 

como se ha dicho reiteradamente. 

   

Cuando el artículo 1.959 del C.C.,  referirse que en la cesión de derechos debe 

hacerse conforma la Articulo  1.961 del C.C., es decir,  “ … con exhibición  del 

título, que llevara anotado el traspaso  del derecho con la designación del 

cesionario y bajo la firma del cedente…”. esta designación del cesionario  debe 

entenderse con su identificación, pero no solo falta este requisito, sino muchos 

otros de los cuales ya se hizo referencia,  y no vale la pena reiterar. 

 

Adviértase, que no solo se debe cumplir con la entrega del título  al cesionario 

conforme al Art. 761, C.C.,  sino que además se debe anotar en el mismo 

documento el traspaso del derecho  con la designación del cesionario para que 

pueda después  el cesionario hacer  la notificación al deudor. Por ello, OBJETO 

COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada subrogación, la cual deberá ser objeto 

de CONTROL  DE LEGALIDAD por el señor Juez, al analizar las excepciones 

propuestas. 

 



  

 

Así, la ludida SUBROGACION no puede tener efectos contra el deudor, por 

ausencia de requisitos formales que la hace INEXISTENTE, y por carencia de 

notificación y aceptación.   

 

Bajo esa dialéctica, mi cliente NO HA HACEPTADO NI ACEPTA LA 

SUBROGACION, por cuanto NO LE DEBE NINGUN DINERO AL CEDENTE, es 

decir, no hay ninguna obligación pendiente por cancelar y que pueda ser objeto de 

subrogación.  

 

No sobra advertir al señor Juez, que mediante esta demanda lo que se pretende 

es configurar una grave injusticia, y un presunto fraude procesal, por cuanto el 

demandante es conocedor que el inmueble fue entregado a su propietaria y fue 

recibido a satisfacción   en razón a que la Alcaldía Mayor de Bogotá mediante 

Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 ordenó el cierre definitivo del  

establecimiento que allí funcionaba denominado “RESTAURANTE MI PERU, en 

razón a que dicha zona solo estaba permitida como RESIDENCIAL más NO 

COMERCIAL.    Con todo, ésta prohibición no fue informada por el arrendador, 

pero si exigió que solo podía explotar la actividad comercial de RESTAURANTE 

BAR, cuando no era permitido,  engañando de esta manera a los arrendatarios. 

Sin duda esta demanda es temeraria y de mala fe, por lo que   deberán asumir su 

responsabilidad, no solo penal, sino económica por los perjuicios  causados y que 

siguen causando.  

 

De otra parte, la llamada póliza de seguros, además de ser posterior a la fecha del  

contrato de arredramiento, no identifica con claridad el contrato de arriendo 

asegurado, que permita a mis clientes asumir responsabilidad alguna.   

 

Así las cosas,  el cesionario demandante   no está legitimado para cobrar, por 

defecto en la subrogación que la hace inexistente, y de contera, por falta de 

notificación y aceptación.   Adicionalmente, en estricto cumplimiento al Artículo  

1.961 del C.C., la cesión no produce efectos contra el deudor ni contra terceros 

mientras no haya sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por este.  

 

Las anteriores imprecisiones ponen en tela de juicio el discurrir procesal y 

procedimental,   dando curso a una eventual nulidad, por lo cual,  me asiste el 

deber profesional de ponerlo en conocimiento del  despacho, en este caso, en 

grado de  reposición contra el  mandamiento de pago.  

 

Significa entonces, que el cuestionado mandamiento de pago deberá ser revocado 

en su integridad. 

 

Téngase como como pruebas las obrantes al proceso, y en especial el mal 

llamado “DECLARACION DE PAGO Y SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”, 

el cual no tiene fecha ni lugar de creación, ni identidad del cesionario. 

 

Igualmente, y para conocimiento del despacho, para que observe la grave 

injusticia que el demandante pretende edificar con mentiras,  me permito allegar: 

Copia simple de la Resolución No. 0188 del 30 de Marzo de 2012 que ordenó el 

cierre definitivo del  establecimiento que allí funcionaba denominado 

“RESTAURANTE MI PERU, junto con el acta de imposición de sellos.  

 

 

 



 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

Sírvase declarar probado este medio exceptivo y condenar en costas a la parte 

actora.  

 

4- INEFICACIA E INEXISTENCIA DEL TITULO EJECUTIVO “ CONTRATO DE 

ARRENDAMIENTO COMERCIAL”,  POR LA OBLIGACION QUE ENTREÑA SU 

CLAUSULA QUINTA, AL INDUCIR A LOS ARRENDATARIOS A VIOLAR LA 

LEY DE URBANIZMO LOCAL AL  EXIGIR E IMPONER UNA DESTINACION 

RPROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGLAMENTOS. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

El Plan de Ordenamiento Territorial - POT- del Distrito de Bogotá no permitía el 

desarrollo de actividades comerciales en  la zona de ubicación del inmueble objeto 

de arrendamiento, por tratarse de  zona  residencial, por cuanto se incurriría en  

infracción al régimen de urbanismo.   

 

En manifiesta contradicción con los reglamentos oficiales, el contrato de 

arrendamiento  tan solo permitía la destinación del inmueble para comercio y 

únicamente para RESTAURANTE BAR. 

 

La ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, D C., ordenó el CIERRE  DEFINITIVO  del 

establecimiento de comercio ubicado en el inmueble objeto de arrendamiento 

localizado en la Calle 59 No. 17 – 32 local 1, cuya decisión fue impartida mediante 

oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN RODRIGO 

BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo, cuya orden 

fue emitida al Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la 

estación de Policía de Teusaquillo,  cuyo texto es el siguiente: 

 

“… comedidamente me permito reiterar  la solicitud de imposición de sellos 

para el CIERRE DEFINITIVO del establecimiento de comercio, que desarrolla 

la actividad de “RESTAURANTE” denominado “ RESTAURAMTE MI PERU”, o 

la razón social que exhiba al momento de la aplicación de la medida de 

sellamiento definitivo , ubicado en la  CALLE 59 NO. 17 – 32, teniendo en 

cuenta  que mediante radicado 20161330053051 del 08 de marzo de 2016,  se les 

ha solicitado el cierre inmediato de dicho establecimiento y a la fecha no ha sido 

ejecutado por parte de ustedes como tampoco ha sido allegada el acta de 

imposición de sellos   y el registro fotográfico. 

 

Por otra parte es pertinente recordar que con dicha omisión se está incurriendo en 

posibles sanciones disciplinarias  y de otro tipo. ” 

 

Es importante aclarar que, el acto administrativo mediante el cual se ordenó el 

cierre administrativo del establecimiento de comercio, corresponde a la 

RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, al advertir que el POT no  

 



 

 

permite el uso del suelo para comercio, por tratarse de  zona  residencial, y por 

infracción al régimen de urbanismo. 

  

La orden impartida de cierre definitivo se cumplió el día  29 de Diciembre del  2016  

por agentes de la Policía Metropolitana de Bogotá, en la cual expidieron “ ACTA 

DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   bajo el apremio de incurrir 

en el delito de “ “ FRAUDE A RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE 

POLICIA”, descrita en el Artículo 47 de la ley 1453 de 2011, que advierte 

textualmente “ el que por cualquier medio se sustraiga al cumplimiento de 

obligación impuesta en resolución judicial o administrativa de policía  

incurrirá en prisión de uno ( 1 ) a cuatro ( 4 ) años multa de cinco ( 5 ) a 

cincuenta ( 50 ) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”    
 

El cumplimiento de la orden fue comunicada a la alcaldía local  mediante oficio de 

fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente Coronel BLADIMIR ROJAS 

QUNTERO, comandante de la estación de Policía de Teusaquillo. 

 

Es importante advertir al señor Juez de conocimiento, que de este hecho anómalo 

fue informado verbalmente tanto al propietario del inmueble señor JAIRO 

SALAZAR HOYOS,  como al arrendador OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, por 

parte del arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ, entregando copia de los 

referidos oficios, pero se negaron a adoptar alguna decisión favorable a los 

arrendatarios, mas por el contrario exigían el pago estricto del canon de 

arrendamiento. 

 

Si bien, los demandados hicieron el máximo esfuerzo para cancelar de manera 

oportuna los cánones de arrendamiento, muy a pesar del cierre de su 

establecimiento y la imposibilidad para desarrollar el objeto social para el cual lo 

habían adquirido, resulta evidente que, careciendo de objeto principal  el referido 

contrato de arrendamiento, pierde su eficacia jurídica ante la ley por entrañar la 

violación directa  del artículo 47 de la ley 1453 de 2011, por el FRAUDE A 

RESOLUCION JUDICIAL O ADMINISTRATIVA DE POLICIA que significaba 

desconocer la ley urbanística, y la misma orden impartida por la autoridad local de 

cierre definitivo, por tanto la CLAUSULA QUINTA del cuestionado contrato de 

arrendamiento, inducia de los arrendatarios de manera indirecta a la comisión de 

un presunto delito y a la violación de reglamentos distritales, al imponer a estos la 

actividad comercial como única destinación.     

 

Por ello, la ineficacia e inexistencia del título ejecutivo que entraña el contrato de 

arrendamiento, por el fraude que implicaba la cuestionada CLAUSULA QUINTA.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Valga aclarar, que el propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, 

fue enterado de manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento 

por disposición legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   

el mes de Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los 

demandados, una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de 

arrendamiento de los meses de Agosto y septiembre de 2018. 

 

 



 

 

Después de múltiples ruegos, a mediados de ENERO DE 2019, el propietario 

señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS recibió a satisfacción  el referido local junto con 

las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

5.-  MALA  FE  DEL  ARRENDADOR OROZCO Y LAVERDE Y CIA LTDA,  AL  

IMPONER A LOS ARRENDATARIOS UNA DESTINACION PARA EL 

INMUEBLE  PROHIBIDA POR LA LEY Y LOS REGALMENTOS.  

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos a partir del 30 de marzo de 2012, y de manera definitiva desde 

su cierre realizado el día 29 de Diciembre de 2016, como lo pretendía el 

arrendador,  por tratarse  de Zona exclusivamente residencial.  

 

Tanto el propietario señor JAIRO SALZAR HOYOS como el arrendador OROZCO 

Y LAVERDE  CIA LTDA, conocieron de manera oportuna por parte del 

arrendatario  PABLO AUGUSTO FERNANDEZ SANCHEZ, la grave situación que 

significaba  el cierre de fuente de ingresos y su actividad comercial, pero a pesar 

de ello, procedieron con total indiferencia y desprecio, imponiendo las cláusulas 

contractuales frente a la  realidad.  Y a sabiendas,  elaboraron  una subrogación 

deficiente a favor de   SEGUROS COMERCIALES BOLIVAS S.A., para que 

cobrara una supuesta indemnización la cual materializaron con esta demanda.   

 

Sin duda, el proceder de la firma OROZCO Y LAVERDE  CIA LTDA, representa 

un verdadero acto de mala fe, en detrimento de los intereses económicos de los 

demandados.   

 

El CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO CON SELLOS POR PATRTE DE 

LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA,  aunado a la negativa del arrendador y su 

propietario en recibir el inmueble, se constituyó  en  una verdadera tortura 

sicológica para sus arrendatarios  por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble,  y de paso tenían que cumplir con el pago del canon 

de arrendamiento, y ahora, asumir una demanda totalmente injusta,   y de paso, 

soporta la aplicación  medidas cautelares de embargo.    

 

 

 

 



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados debían cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario:  

 

Vemos en resumen las circunstancias contractuales, legales  y económicas   a que 

se enfrentaron los arrendatarios,  y resaltan un presunto acto de mala fe: 

 

a.- No podían ejercer la explotación económica del inmueble, por disposición legal 

por ser zona residencial, no comercial.  

 

b.- La alcaldía local  cerro el establecimiento y le impuso cierre definitivo. 

 

c.- El arrendador  impuso a los arrendatarios que solo podían ejercer explotación 

comercial como BAR O RESTAURANTE, dejando incurso a los arrendatarios en 

un presunto fraude a resolución judicial. 

 

d.- El arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el contrato por 

justa causa y a  recibir el inmueble. 

 

e.- Desde la fecha del cierre definitivo - 29 de Diciembre del  año 2016  - y hasta  

el mes de septiembre de 2019, se vieron obligados a cancelar un canon de 

arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar. 

 

f.- También se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del 

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ) siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de recibir 

en arrendamiento un local comercial que no podían explotar, sumado al  

incremento  anual del 25 %, sobre una casa residencial, ( no comercial ), resulta 

evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a favor del 

arrendador y su dueño. Y de contera, edifican una errónea subrogación a favor de 

un tercero para adecuar una injusta demanda ejecutiva. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

 

 

 



 

 

7.-   AUSENCIA DE NOTIFICACION  DE LA CESION/SUBROGACION POR 

PARTE DEL CESIONARIO A LOS DEUDORES O ACEPTADA POR ESTOS 

CUYA OMISIÓN LIBERA DE PAGO A LOS DEMANDADOS. - ART. 1.960 DEL 

C.C. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos: 

 

Queda claro, que el documento de  “ DECLARACION DE  PAGO Y 

SUBROGACION DE UNA OBLIGACION”,  tan solo entraña eso, la cesión de una 

obligación específica,  MAS NO DE TODO EL CONTRATO DE ARREDAMIENTO. 

 

Observe señor Juez, que el cuestionado contrato refiere ceder  únicamente el 

derecho derivado de  cuatro ( 4 ) periodos de arrendamiento,   por tanto, el 

cesionario SEGUROS COMERCIALES BOLIVA, se encontraba en la obligación 

legal de acogerse al Artículo 1.960 del C.C., cuando expone:  

 

«La cesión no produce efecto contra el deudor ni contra terceros, mientras no ha 

sido notificada por el cesionario al deudor o aceptada por éste.» ( resaltado fuera de 

texto ) 

  

Esta obligación es propia y exclusiva del cesionario SEGUROS COMERCIALES 

BOLIVAR, y su omisión hace que no produzca efecto contra el deudor y se trata 

de una disposición de carácter sustancial obligatoria  y no admite interpretación. 

 

Como quiera que se echa de menos el cumplimiento de esta imposición legal, y 

advirtiendo que no produce efectos contra los deudores, deberá ser desestimada 

de plano la pretensión de cobro  invocada por el actor. 

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

 

8.- EXCEPCIÓN DE MERITO POR COMPENSACIÓN. 

 

Sustento este medio exceptivo en los siguientes términos 

  

Sentado está, que el inmueble objeto de esta Litis no se podía destinar o explotar  

COMERCIALMETE para BAR O RESTAURANTE por mandato expreso de la Ley 

y los reglamentos, como lo pretendía el arrendador,  por tratarse  de Zona 

exclusivamente residencial.  

 

Igualmente se aclara, que después el CIERRE OFICIAL DEFINITIVO IMPUESTO 

CON SELLOS POR PATRTE DE LA ALCALDIA  MAYOR DE  BOGOTA, 

ordenado mediante oficio  de fecha 09 de Diciembre de 2016,  y materializado   el 

día 29 de Diciembre del mismo año 2016  por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá, y ante la negativa del arrendador y su propietario en recibir el inmueble 

no obstante la justa causa alegado,  inicia para los arrendatarios demandados una 

verdadera tortura sicológica por el hecho que significaba no poder explotar  

comercialmente el inmueble, tampoco los recibían los interesados, y de paso 

tenían que cumplir con el pago del canon de arrendamiento.  



 

 

Como si fuera poco, y muy a pesar que no se podía  ejercer la actividad comercial, 

debían los demandados cancelar los incrementos anuales equivalentes al  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  como lo advierte la cláusula DECIMA 

CUARTA del contrato de arrendamiento. 

 

Bajo esas premisas, los arrendatarios y demandados se encontraban en total 

desequilibrio económico frente al arrendador y su propietario, es decir,  no se 

podía  ejercer la explotación económica del inmueble por el cierre del 

establecimiento, el  arrendador y su propietario se negaron a dar por terminado el 

contrato por justa causa y a  recibir el inmueble, se vieron obligados a cancelar un 

canon de arrendamiento  de un inmueble que no podía explotar, y lo más grave 

aún es que  se vieron obligados a cancelar los incrementos anules del  

VEINTICINCO POR CIENTO  ( 25 % ),  siendo residencial,  NO COMERCIAL. 

 

Todo lo anterior,  ha generado un desequilibrio financiero donde impera el poder 

dominante de una inmobiliaria  apoyado por  una firma aseguradora, en detrimento 

injusto de personas humildes  que no fueron enterados de manera honesta y 

sincera respecto de la verdadera situación urbanística  del inmueble. 

 

Siendo así,  que los demandados fueron inducidos  a error  en el sentido de 

cancelar un incremento  anual del 25 % sobre una casa residencial, ( no comercial 

), resulta evidente, que se haya generado un enriquecimiento sin justa causa a 

favor del arrendador y su dueño, por lo que solicito al señor Juez se sirva 

COMPENSAR el excedente del mayor valor cancelado, sobre la taza  del IPC, 

tenido en cuenta que el valor  inicial del canon de arrendamiento fue de $ 130.000.  

 

Por virtud a lo anterior, OBJETO COMO PRUEBA VALIDA, la mal llamada 

subrogación, la cual deberá ser objeto de CONTROL  DE LEGALIDAD por el 

señor Juez, al analizar las excepciones propuestas. 

 

No sobra enfatizar, como le he expuesto a lo largo de este traslado, que el 

propietario del inmueble señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, fue enterado de 

manera oportuna respecto del cierre definitivo del establecimiento por disposición 

legal, y se le informo que estaba totalmente desocupado desde el   el mes de 

Agosto de 2018 y se negó a recibir dicho inmueble, por tanto, los demandados, 

una vez más, se vieron precisados a cancelar los  cánones de arrendamiento de 

los meses de Agosto y septiembre de 2018. Luego de múltiples suplicas,  a 

mediados de ENERO DE 2019, el propietario señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS 

recibió a satisfacción  el referido local junto con las lleves de ingreso.  

 

Lo anterior, para advertir,  que  es temeraria y de mala fe  la afirmación expuesta  

por el demandante en el hecho No. 8 al decir que no se he restituido el inmueble. 

 

Es de aclarar,  que la restitución del inmueble se propuso desde el mismo día    29 

de Diciembre del  2016  fecha está en que se materializo el  CIERRE DEFINITIVO 

del establecimiento comercial, a cuya circunstancia se opusieron tanto el 

propietario JAIRO  SALAZAR  HOYOS, como la firma  arrendadora  OROZCO Y 

LAVERDE  CIA LTDA. 

 

Téngase como pruebas que sustentan este medio exceptivo, las obrantes al 

proceso, y las allegadas en el acápite de pruebas allegadas con este escrito de 

contestación. 

  



 

 

9.- EXCEPCIÓN GENERICA CONSTITUCIONAL,  que resulte probada por el 

despacho en ejercicio  del CONTROL  DE LEGALIDAD.  

  

SOLICITUD  DE  PRUEBAS 

 

Me permito solicitar al señor Juez, se sirva acoger como elementos de prueba que 

dan sustento a las excepciones de Merito propuestas, las siguientes: 

 

Documentales:  

 

Téngase como tales las obrantes al proceso, y además las siguientes: 

 

1.- Copia de la  RESOLUCION No. 0188 del 30 de Marzo de 2012, emitida por la 

Alcaldía mayor de Bogotá, mediante la cual se ordena el cierre del establecimiento 

comercio. 

 

2.- Copia del oficio fecha 09 de Diciembre de 2016, suscrito por el Doctor JULIAN 

RODRIGO BERNAL BALMES, en su condición de alcalde local de Teusaquillo. 

 

3.- Copia del  “ ACTA DE FIJACION  SELLO POR CIERRE DEFINITIVO, ”,   de 

fecha  29 de Diciembre del  2016  suscrito por agentes de la Policía Metropolitana 

de Bogotá. 

 

4.- Copia del oficio de fecha 06 de Enero de 2017,  suscrito por el Teniente 

Coronel BLADIMIR ROJAS QUNTERO, comandante de la estación de Policía de 

Teusaquillo,  mediante el cual comunica el cumplimiento de la orden impartida.  

  

Testimoniales:  

 

1.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el señor JAIRO  SALAZAR  HOYOS, en su 

condición de propietario  del Inmueble exponga lo que sepa y le conste respecto 

de los hechos de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda 

contrainterrogar.    Es de aclarar que, el referido señor figura como propietario en 

el encabezado del contrato de arrendamiento aportado como prueba por el actor, 

por tanto no requiere de mayor identificación por parte del demandado. Sírvase 

citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La prueba 

resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona que recibió el local y las 

llaves de ingreso.   

 

2.- Sírvase fijar fecha y hora a fin que el representante legal de la firma OROZCO 

Y LAVERDE Y CIA LTDA,  en su DOBLE condición de ARRENDADOR del 

inmueble  y CEDENTE, exponga lo que sepa y le conste respecto de los hechos 

de la demanda y su contestación, en la cual el suscrito pueda contrainterrogar.     

Sírvase citarlo por conducto del demandante que aporto la prueba documental. La 

prueba resulta conducente y pertinente por cuanto fue la persona jurídica que 

suscribió el contrato de arredramiento y a su vez, emito el documento de 

subrogación.   

 

Interrogatorio de parte:  

 

Sírvase fijar fecha y hora que su señoría estime pertinente a fin que el 

representante legal del demandante SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR,  

 



 

 

absuelva interrogatorio de parte que de manera personal formulare sobre los 

hechos de la demanda y su contestación. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

Al demandante en la descrita en la demanda. 

 

A los demandados y al suscrito apoderado las recibiremos en mi oficina de 

abogado en la Carrera 8 No. 12 C – 35 Edificio Andes, Of. 406 de Bogotá D.C., E 

mail: justodarioortiz@gmail.com   Cel. 313 868 52 52 .  Mis poderdantes no tienen 

correo electrónico.  

 

Del señor Juez, atentamente, 

 

 

 
JUSTO  DARIO  ORTIZ  MURCIA 

C. C. No.  3.172.989 expedida en Simijaca Cundinamarca 

T. P. No. 89050 del C.S. de la J. 

Cel. 313 868 52 52 

E mail: justodarioortiz@gmail.com 
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Buenas tardes, 

De la manera más atenta me permito radicar EXCEPCIONES DE MÉRITO, dentro del
término legal establecido, correspondiente al proceso con radicado No. 2019-888.

Las mismas fueron enviadas al despacho el día lunes 28 de septiembre fuera del horario
judicial, por lo cual se reenvían nuevamente para ser tenidas en cuenta.   

Cordialmente,

LUZ MARINA CASTELLANOS P.
Abogada Especializada
Conciliadora. 
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Señores 

JUZGADO 84 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ Transformado transitoriamente 

en el Juzgado 66 de pequeñas causas y Competencia múltiple de Bogotá.  

Email: cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

RAD.:   2019-888 

Demandante:  SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A. 

Demandado:  LEOPOLDO SOTO ARENAS  

Asunto:  EXCEPCIONES DE MERITO 

 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. domiciliada y residente en Bogotá identificada con 

cedula de ciudadanía No. 39.542.153 de Bogotá, obrando en mi calidad de 

apoderada judicial del señor LEOPOLDO SOTO ARENAS, según poder especial a mi 

conferido, por medio del presente escrito me permito dentro del término de 

traslado a la notificación del mandamiento de pago, de conformidad con el 

numeral 1º del artículo 442 del Código General del Proceso, proponer las 

siguientes excepciones  de mérito, con el fin de que se sirva mediante sentencia 

hacer las siguientes: 

 

DECLARACIONES: 

 

1. Declarar probada la excepción de desequilibrio económico en los 

contratos bilaterales  

2. Declarar probada la excepción de falta de buena fe que se debe 

mantener en los contratos bilaterales. 

3. Declarar probada la excepción de fuerza mayor y caso fortuito por 

imposibilidad de llevar a cabo el objeto para el cual fue suscribió el 

contrato de arrendamiento. 

4. Como consecuencia de la anterior, declarar terminado el proceso, 

ordenando su archivo. 

5. Decretar el levantamiento de las medidas cautelares que pesan 

sobre los bienes embargados y secuestrados. 

6. Condenar al pago de los perjuicios sufridos con ocasión de la 

práctica de las medidas cautelares. 

7. Condenar en costas a la parte ejecutante. 

HECHOS 

 

El Contrato de Arrendamiento como título ejecutivo 

1. El contrato de arrendamiento suscrito entre la sociedad denominada 

OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA, en calidad de arrendadora, subrogada por 

la demandante SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A.,  que recae sobre el bien 

inmueble ubicado en la Calle 59 No. 17-32  y mi representado señor 

LEOPOLDO SOTO ARENAS, presento dificultades para la ejecución del mismo 

a partir del cierre definitivo e imposición de sellos por parte de la Alcaldía 

Local de Teusaquillo; 

2. Mediante Resolución No. 0188 del 30 de marzo de 2012, la Alcaldía Local de 

Teusaquillo, mediante Acto Administrativo exigió el cierre definitivo del 
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establecimiento de comercio, desde el año 2016, por no ser acorde con el 

uso de suelo establecido en esta zona; (libelo adjunto); 

 

3. A pesar de las insistentes ocasiones en que los aquí demandados se 

presentaron ante la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA,  para restituir 

el inmueble mencionado los mismos no se pronunciaron al respecto, pese a 

que habían transcurrido aproximadamente dos (2) años desde el cierre del 

establecimiento para servicio al público; 

 

4. Los demandados no pudieron desarrollar la actividad económica para la 

cual  se destinó el inmueble, esto es restaurante de cocina peruana, con 

servicio a la mesa, por el cierre inminente del local desde el año 2016; 

 

5. En consecuencia el señor Leopoldo Soto Arenas, no fue negligente en su 

actuar como arrendatario dentro del contrato de arrendamiento, sino que 

se presentó una situación ajena a su actuar, que le impedía cumplir con la 

obligación contraída con la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA  ; 

 

REVISION POR CIRCUNSTANCIAS IMPREVISTAS 

 

Se fundamenta este medio de defensa, en que si bien es cierto que el 

ejecutante concede el uso y goce del inmueble para la destinación específica, 

conforme a los lineamientos previstos en el Código de comercio, no lo es menos 

que la actividad para la cual fue destinado el inmueble se vio alterada durante 

los últimos años en virtud del requerimiento exigido por la Alcaldía Local de 

Teusaquillo, por esta razón se solicitó ante la inmobiliaria OROZCO Y LAVERDE 

CIA. LTDA., realizar la entrega anticipada. Esta situación parece resumirse así: 

 

1. El contrato de arrendamiento celebrado entre la inmobiliaria OROZCO 

Y LAVERDE CIA. LTDA, celebrado desde el año 1993, no sufrió ninguna 

reclamación por parte del arrendador hasta que la Alcaldía notifico a los 

arrendatarios del cierre obligatorio del establecimiento de comercio,  

 

2.  La entrega REAL y MATERIAL del inmueble ubicado en la Calle 59 No. 17-

32  de la ciudad de Bogotá se realizó en febrero de 2019, hecho que no 

fue establecido claramente por SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A al 

momento de instaurar la presente demanda.  

 

3. Se configura una posición dominante por parte de la demandante 

SEGUROS GENERALES BOLIVAR S.A., al desatender las circunstancias que 

dieron lugar al impago de los cánones de arrendamiento, debiendo en 

su lugar no proceder con el pago de la póliza de seguros colectiva, que 

ampara el contrato de arrendamiento con la inmobiliaria OROZCO Y 

LAVERDE CIA. LTDA. En la CLAUSULA SEGUNDA de la mencionada póliza 

establece unas – EXCLUSIONES: 

“La presente no ampara el pago de sumas generadas por los siguientes 

conceptos: (…) “2.13 Fuerza mayor o caso fortuito”  

 

4. De tal suerte que en el contrato de arrendamiento suscrito por las partes 

se evidencia una fuerza mayor y caso fortuito ante la imposibilidad de 

cumplir con una obligación por un hecho ajeno y externo, conforme se 

evidencia   el Acta de cierre definitivo con radicado No. 2017-631-

0003442, expedido por la Alcaldía local de Teusaquillo (libelo adjunto); 
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5. En el mismo sentido se configura la mala fe con que actuó la inmobiliaria 

OROZCO Y LAVERDE CIA. LTDA., quien a pesar de conocer la situación 

apremiante por la que atravesaba el establecimiento de comercio “Mi 

Perú”, frente a los constantes requerimientos de la Alcaldía de Teusaquillo 

por el uso indebido del suelo, y después de 25 años de sostener un 

contrato bilateral no acepto la restitución anticipada del inmueble., el 

cual se encontraba cerrado desde el año 2016;  

 

En virtud de lo anteriormente mencionado El Consejo de Estado (2003, Exp. 15.119) 

ha sostenido que la protección del equilibrio económico en el ámbito de los 

contratos privados surgió con ocasión de las situaciones de injusticia provocadas 

por la ciega aplicación del principio pacta sunt servanda. En el mismo sentido, 

afirma la doctrina que "El Código de Comercio representa un esfuerzo 

fundamental por rescatar el negocio jurídico de los rigores del individualismo, pues 

en él se introducen varios aspectos relacionados con la teoría del negocio jurídico 

que tiene como finalidad primordial crear o establecer una justicia contractual y 

equilibrar las relaciones contractuales" (Zapata y Nisimblat, 1997, p. 73). 

 En nuestro sistema jurídico la figura de la revisión del contrato mercantil está 

consagrada en el artículo 868 del Código de Comercio, en los siguientes términos: 

“(…) Cuando circunstancias extraordinarias imprevistas o imprevisibles, 

posteriores a la celebración de un contrato de ejecución sucesiva, 

periódica o diferida, alteren o agraven la prestación de futuro 

cumplimiento a cargo de una de las partes, en grado tal que le resulte 

excesivamente onerosa, podrá ésta pedir su revisión. 

 

El juez procederá a examinar las circunstancias que hayan alterado las 

bases del contrato y ordenará, si ello es posible, los reajustes que la equidad 

indique; en caso contrario, el juez decretará la terminación del contrato. 

Esta regla no se aplicará a los contratos aleatorios ni a los de ejecución 

instantánea.”(Subrayado fuera de texto) 

 

En virtud del cierre obligado del establecimiento de comercio por parte de la 

Alcaldía de Teusaquillo, mi representado no pudo llevar acabo el objeto 

contractual para el cual se destinó el inmueble, razón que llevo al impago de los 

cánones correspondientes a los meses octubre, noviembre, diciembre de 2018 y 

enero de 2019. 

 

Adicionalmente vale la pena recordar el Artículo 1609 del Código Civil que 

consagra la exceptio non adimpleti contractus, es decir la excepción de contrato 

no cumplido,  

“En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora 

dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, 

o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos”, 

 

Figura sobre la cual la jurisprudencia ha retirado en innumerables providencias  que:  

 
 “la obligación asumida por uno de los contratantes constituye la causa de 

la obligación impuesta al otro contratante, de donde se deduce que uno 

está obligado con el otro porque este está obligado con el primero’. Y es la 

existencia de obligaciones recíprocas e interdependientes las que permiten 

contemplar sanciones distintas de la condena a daños y perjuicios en caso 

de inejecución de sus obligaciones por uno de los contratantes. ‘Admitir que 

uno de los contratantes está obligado a ejecutar, mientras que el otro no 

ejecuta, sería romper la interdependencia de las obligaciones que es la 

esencia del contrato sinalagmático’ y por ello se autoriza la aplicación de 

prerrogativas como la de la resolución del contrato o la Exceptio non 

adimpleti contractus’. 
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Fundamentos de Derecho 

 

En derecho me fundamento en los artículos 518, 519, 519,520, 521, 522, 523,524, 

871 del Código de Comercio, artículos 442, 443 y 61 del Código General del 

Proceso, Artículo 1609 del código civil 

Trámite  

Debe imprimírsele el trámite previsto en el ordinal 2º. Del artículo 443, articulo 61 

del Código General del Proceso 

Pruebas 

1. Contrato de Arrendamiento como base de ejecución presentado por el 

demandante. 

2. Oficio proferido por la Alcaldía Local de Teusaquillo, mediante el cual 

notifica el cierre definitivo del establecimiento de comercio, identificado 

con radicado No. 20161330053051 

3. Acta de Cierre definitivo radicado No. 2017-631-003442 

 

4. Solicitud radicada ante la Alcaldía de Teusaquillo, la cual nos permite 

establecer  la fecha exacta del cierre del establecimiento de comercio.  

Anexos 

1. Poder a mí conferido. 

2. Los mencionados en el capítulo de pruebas 

 

Notificaciones 

Demandante: SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A., en la avenida el 

Dorado No. 68 B-31 Piso 10, email: notificaciones@segurosbolivar.com . 

Demandado: Las recibe en la  calle 29 No. 10-3 Sur  de esta ciudad. 

A la suscrita: en la carrera 70 G No. 100-21, oficina 102 de la ciudad de 

Bogotá. Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com. 

De la señora Juez, 

 

______________________________ 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. 

C.C. No. 39.542.153 de Bogotá. 

T.P. No. 234129 del C.S. de la J.  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 84 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ TRANSFORMADO 

TRANSITORIAMENTE EN EL 

JUZGADO 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE LA CIUDAD.  

(Acuerdo PCSJA 18-11127 del 12 octubre de 2018) 

 

Radicado: 2019-0888 

 

Al Despacho del señor (a) Juez hoy  16 de octubre 2020  

Con el anterior memorial____________________ 

Con el anterior comisorio _____ oficio (s)___________ 

Vencido en silencio el anterior término __________________ 

En tiempo el anterior escrito y vencido el traslado respectivo X (fls. 151 

al 160) (fls. 161 al 175) (fls. 176 al 196) (fls. 197 al 217) (fls. 218 al 225)  

En tiempo anterior escrito subsanatorio _____________ con copia para 

traslado, archivo y anexos ______________________ 

Con el anterior escrito allegado fuera del término _________________ 

Una vez cumplido lo ordenado en auto que antecede____________ 

De oficio para lo pertinente_______________________________  

Habiéndose ejecutoriado la anterior providencia____________ 

Con liquidación de costas y/o crédito____________ 

Con el anterior aviso ____________________ 

En tiempo el anterior escrito ___________________________ 

Con el anterior recurso _________________________ 

 

Observaciones:  

 

Yeimi Alexandra Vidales Vergara  

Secretaria  

 

 
 



21/1/2021 Correo: Juzgado 84 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/inbox/id/AQMkADY3YmQzY2RjLTYxYTctNDEzYi1iYzIzLTYzMDRmYzVjNzJhYwBGAAAEkySBDp1GSo7CdQDDhp… 1/1

2019-888 - MEMORIAL

luzmarina castellanos <luzmcastellanos.abogados@gmail.com>
Jue 21/01/2021 12:53

Para:  Juzgado 84 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl84bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

7 archivos adjuntos (5 MB)

Memorial J84 Pequeñas causas.(2021).pdf; img153.jpg; img154.jpg; img155.jpg; img156.jpg; img157.jpg; img158.jpg;

Buenas tardes,

Atentamente me permito adjuntar Memorial para que sea tenido en cuenta dentro del
proceso de la referencia,

Cordialmente,

LUZ MARINA CASTELLANOS P.
C.C. No. 39.542.153 de Bogotá
T.P. No. 234129 del C.S. de la J. 















LUZ MARINA CASTELLANOS PACHÓN  

Abogada Especializada en Derecho Comercial y Financiero  

Conciliadora  

Carrera 70 G No. 100-21 Oficina 102 

 Email: luzmcastellanos.abogados@gmail.com Tel: 3144149929  

Bogotá- Colombia  

 

Señores 

JUZGADO OCHENTA Y CUATRO (84) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ transformado 

transitoriamente en JUZGADO 66 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE 

DE LA CIUDAD.  

Carrera 10 No. 19-65 Piso 5 

 Email: cmpl84bt@cenjod.ramajudicial.gov.co  

 

Asunto: Memorial  

Ref.: 2019-888  

Demandante: SEGUROS COMERCIALES BOLIVAR S.A.  

Demandado: LEOPOLDO SOTO ARENAS  

 

LUZ MARINA CASTELLANOS P, actuando en calidad de apoderada judicial del 

demandado, respetuosamente me permito allegar al Despacho respuesta remitida 

por parte de la Alcaldía Local de Teusaquillo, en cinco (5) folios, referente a la copia 

de la Resolución No. 0188 de 30 de marzo de 2012. 

Lo anterior para que sea tenido en cuenta y se logre establecer la fecha en que se 

dio el cierre definitivo del establecimiento de Comercio Mi Perú y desde la cual se 

intentó hacer la entrega material del inmueble arrendado a la inmobiliaria 

OROZCO & LAVERDE., quien para la fecha fungía en calidad de arrendador. 

 

Del señor Juez,  

 

______________________________ 

LUZ MARINA CASTELLANOS P. 

C.C. No. 39.542.153 de Bogotá 

T.P. No. 234129 del C.S. de la J.  
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Bogotá, D. C., once (11) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 

 

Rad.11001-41-89-066-2019-00888-00 

 

Revisado el trámite procesal el Despacho DISPONE:  

 

1. Del escrito contentivo de las excepciones formuladas por los 

ejecutados, junto con los anexos correspondientes, córrase traslado por el 

término de diez días al ejecutante. (Num. 1 del Art. 443. Del CGP)  

 

Con el fin de garantizar el derecho de defensa y contradicción, 

atendiendo lo indicado en el cuarto inciso del artículo 9 del decreto 806 del 

CGP, Secretaría proceda a incluir los escritos respectivos, en el espacio web 

destinado a la fijación de traslados.   

 

La parte interesada deberá tener en cuenta que el documento cuyo 

traslado se le corre, podrá ser consultados en el siguiente link 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-84-civil-municipal-de-bogota/90 

 

2. Requiérase a los apoderados judiciales de los ejecutados, para 

que previo a remitir los correos electrónicos contentivos de sus escritos, 

verifiquen no solo que aquellos contengan la totalidad de documentos que 

sean necesarios, sino además de ello, que su recepción se materialice 

dentro de la jornada de atención al público.  Téngase en cuenta que la 

remisión del mismo archivo en varias ocasiones, además de dificultar la 

revisión del expediente, altera el orden de ingreso al Despacho.  

 

Al paso de lo anterior, téngase en cuenta que de presentarse un 

escrito fuera del horario laboral, se dará aplicación a lo establecido en el 

último inciso del artículo 109 del CGP.  

 

NOTIFÍQUESE1  

 

Firmado Por: 

 

NATALIA ANDREA MORENO CHICUAZUQUE  

JUEZ MUNICIPAL 

                                                           
1 Incluido en el Estado N.° 20 publicado el 12 de marzo de 2021. 
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